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    A MODO DE HOMENAJE


    por MARIO BAIZAN


    Los caprichosos avatares de la Historia han decidido que esta obra colectiva entre en el proceso final de edición en la semana en que Carlos Saúl Menem ha dejado sus días entre nosotros.


    Estos textos son un homenaje a quien fuera en vida el presidente y el líder político que se animó a forjar el futuro de la Nación argentina, sin egoísmos, con coraje cívico y con una grandeza de los que seguramente darán testimonio las futuras generaciones.


    A nosotros nos queda la tarea de rendirle tributo con la verdad de los datos que dan cuenta de una histórica tarea modernizadora y con el agradecimiento de quienes fuimos parte de esa gesta.

  


  
    PREFACIO


     


    Reescribir la historia es una enorme tentación para aquellos que pretenden manipular a las sociedades.


    George Orwell, en su inmortal utopía 1984, ya nos advirtió sobre el peligro que significa para cualquier democracia la construcción de una falsa memoria social.


    El uso de la historia nacional para forjar hegemonías en cada momento es, de hecho, una de las principales deficiencias en nuestra construcción como Nación democrática. Usar el relato de la historia más o menos reciente para aumentar el poder de una u otra facción es un vicio que ha hecho demasiado daño al país.


    Esa práctica siempre se basa en la negación de las voces, los testimonios y los hechos que no queremos registrar como partes de nuestra identidad colectiva, como si fuera posible hacer realidad la ilusión de que se puede reescribir la historia propia con beneficio de inventario.


    A lo largo de las décadas, muchos argentinos hemos caído en el pecado de buscar la suplantación de los testimonios de los protagonistas y los documentos de cada época, por las creencias y las narrativas que no nos afirman en posiciones que nos alientan a vivir en la ilusión de un presente eterno.


    Suele decirse con razón que “Dios no altera la historia, son los hombres los que pretenden alterarla para beneficio propio”.


    Esta compilación de testimonios políticos aportados por protagonistas centrales de la década de 1990 pretende exorcizar esos fantasmas que muchas veces han envenenado la vida de los argentinos.


    La evaluación histórica de los años noventa en la Argentina está infectada de lugares comunes y miradas prejuiciosas. De hecho, hasta ahora ha aparecido como la suma de opiniones y relatos generados en aquellos sectores que se opusieron a las transformaciones que el país vivió en esos diez años.


    Creemos que ha llegado la hora de comenzar una reflexión histórica y política seria sobre aquellos años en que los argentinos, por ejemplo, vivimos sin inflación y con la posibilidad real y concreta de poder planificar nuestra vida diaria sin sobresaltos, en un mundo que estaba sumido en la incertidumbre y en transformaciones políticas, sociales y económicas que apuraron el final del siglo XX.


    Procuramos que los testimonios que acá aportamos para el análisis y la discusión de los argentinos estuvieran sostenidos por datos verificables y por explicaciones consistentes acerca de cada una de las políticas públicas que le permitieron a la Argentina, además superar la hiperinflación de 1989 y 1990, comenzar un período de fortalecimiento del sistema democrático a partir de un compromiso inconmovible con la unión nacional y la paz interior.


    Una de las tareas principales que tenemos pendientes los argentinos es crear los consensos necesarios para que esa unión nacional sea una realidad a lo largo de las décadas.


    Aceptar la mirada, las opiniones o las sugerencias de nuestros adversarios circunstanciales fue una de las tareas más importantes durante los dos gobiernos del presidente Menem.


    Para nosotros, la unión nacional no fue un recurso retórico y nada más. Fue una práctica diaria ejercida con el objetivo de legar a las nuevas generaciones un país donde los disensos no fueran trágicos, porque los consensos adquiridos eran las bases sólidas sobre las cuales construir nuestro futuro común.


    El Pacto de Olivos firmado por el presidente Menem y el presidente Alfonsín fue la demostración palmaria del espíritu de conciliación que hizo más fuerte a la Argentina en la década de 1990. Ese paso histórico garantizó a los argentinos su primera Constitución, en cuya redacción participaron libremente los representantes de todos los sectores de la vida nacional.


    La Constitución de 1994 fue la primera carta magna de la historia nacional que no fue producto de la victoria de una facción sobre la otra. Todos fuimos parte de la construcción de un nuevo edificio institucional, y por eso mismo se consolidó como un hito en la consolidación de la unión nacional y la paz interior.


    El consenso democrático expresado sólidamente en la Constitución Nacional de 1994 fue la premisa necesaria y suficiente que nos hizo más fuertes para enfrentar la vasta tarea de gobernar nuestro país durante diez años, apoyados en el voto popular y en el consenso práctico con nuestros circunstanciales adversarios.


    Estos textos que ofrecemos hoy al análisis y al debate fueron escritos desde la propia vida política y profesional de cada uno de nosotros, y son el legado que dejamos a quienes quieran estudiar, con honestidad intelectual y sin prejuicios, cómo era el tiempo en que la Argentina tuvo un futuro mejor que su presente y que su pasado.

  


  
    INTRODUCCIÓN


    por EDUARDO MENEM Y CARLOS CORACH


    El propósito principal de esta obra colectiva es aportar información general y datos concretos sobre algunos aspectos de la gestión del presidente Carlos Saúl Menem, que se extendió desde el 8 de julio de 1989 hasta el 10 de diciembre de 1999.


    Los autores de esta obra hemos considerado que los resultados del gobierno del presidente Menem no han sido evaluados correctamente, cuando no tergiversados o falseados, por distintas razones, entre ellas las originadas en la ignorancia o la mala fe de algunos sectores políticos que fracasaron cuando les tocó gobernar, antes y después de la gestión del presidente Menem, atribuyéndole insólitamente una parte o toda la responsabilidad por sus propias falencias y fracasos.


    También contribuyeron a esa deformación algunas campañas mediáticas ordenadas y pagadas por autoridades nacionales, como la realizada por el conocido publicista Dick Morris durante el gobierno de la Alianza. Cabe recordar al efecto la denuncia efectuada ante la justicia de los Estados Unidos por Mattie Lolavar, ex socia del mencionado Morris, acusándolo de promover “la difusión de información falsa, extorsionar a periodistas que cobraban sueldos de la SIDE y organizar operaciones contra el ex presidente Carlos Menem” porque Morris y otros en Washington “pensaban que destruir a Menem podía servirle a De la Rúa, vinculando al ex presidente con el atentado contra la AMIA y recordando que tomó dinero de los árabes para su campaña”.1


    Somos conscientes de que durante un gobierno de poco más de diez años resulta muy difícil no incurrir en errores, como seguramente sucedió en los años noventa, no los negamos y los asumimos. Pero cuando por parte de los referidos sectores opositores se potencian esos errores, se inventan otros y no reconocen nada positivo en esa gestión, no cabe duda de que se está actuando de mala fe.


    El problema se agrava cuando para descalificar a ese gobierno se demonizan las acciones y medidas que posibilitaron superar el caos económico y social que se vivía en nuestro país en 1989, obligando al presidente Raúl Alfonsín y al vicepresidente Víctor Martínez a renunciar seis meses antes de la terminación de sus mandatos y al presidente Carlos Menem y al vicepresidente Eduardo Duhalde a asumir sus cargos anticipadamente, en medio de una situación que se había tornado inmanejable para el gobierno renunciante. Esa descalificación y esa demonización, además de falsear la verdad, trajeron como consecuencia que gobiernos posteriores optaran por no aplicar medidas similares por el descrédito generado respecto de ellas en la opinión pública.


    Las reformas de los noventa fueron atacadas mediante eslóganes, algunos con cierta gracia y fáciles de repetir pero totalmente alejados de la realidad. Uno de ellos, por ejemplo, es que el Gobierno había malvendido las “joyas de la abuela”, cayendo en lo ridículo y calificando de “joya” a una empresa telefónica estatal que tardaba diez años o más para instalar una línea, registrándose tal escasez que tener un teléfono aumentaba el valor de una casa o un departamento. Luego de las privatizaciones, el aumento de líneas telefónicas fijas fue de 136%.


    Algo similar ocurría con las empresas eléctricas estatales, cuyo suministro era tan deficiente que, antes de su privatización, los cortes diarios eran permanentes y prolongados, llegándose al extremo de reducir hasta los horarios de emisión de los canales de televisión. El promedio de cortes llegó a diez horas por día. Podría seguir con los ejemplos, pero me remito a los trabajos incluidos en esta obra que explican con datos fehacientes que las supuestas “joyas de la abuela” no eran tales o, en su caso, estaban muy deterioradas, con el agravante de que producían enormes pérdidas que el Estado no estaba en condiciones de afrontar, obligando a producir una emisión de moneda que nos llevó, como se dijo anteriormente, a la hiperinflación más alta de la historia argentina.


    Otro de los eslóganes repetidos fue tomado de la frase del presidente Menem: “Ramal que para, ramal que cierra”, dándole un significado distinto del que realmente tuvo, porque no se refería a la política ferroviaria en general. Esa frase se utilizó como medida disuasoria frente a las amenazas de una huelga ferroviaria, que ocasionaría mayores problemas a la ya calamitosa situación de los ferrocarriles. Al respecto cabe recordar las desastrosas consecuencias de las huelgas ferroviarias en los gobiernos de los presidentes Perón y Frondizi, durante las cuales se produjeron movilizaciones militares, centenares de obreros despedidos, detenciones, etcétera, con las consiguientes pérdidas multimillonarias para la empresa estatal, es decir, para todo el pueblo argentino.


    Las severas críticas en relación con la política en materia de transportes se pueden contestar con los resultados obtenidos en la década 1989-1999 por las reformas efectuadas: la cantidad de pasajeros transportados por los ferrocarriles se incrementó en un 72%, y en cargas, el 23%; en subterráneos, el número de pasajeros creció un 88%, y por vía aérea, el 111%. En los artículos de Domingo Cavallo y de Alieto Guadagni se precisan en detalle estos datos, entre muchos otros que revelan el crecimiento del PBI en esa década.


    Otra de las expresiones utilizadas en contra del gobierno del presidente Menem fue la de la supuesta frase de las “relaciones carnales” con los Estados Unidos, atribuida al canciller Guido Di Tella. Decimos supuesta porque nunca fue pronunciada, como se explica bien en el trabajo de Andrés Cisneros y Jorge Raventos incluido en esta obra, en el que se analiza el alcance de las relaciones con ese país, que distan mucho de ser las que de mala fe se adjudican invocando esa frase. No obstante ello, algunos políticos y periodistas siguen repitiéndola como loros, para relativizar los beneficios que obtuvo nuestro país al mantener buenas relaciones, no solo con los Estados Unidos, sino también con todos los países desarrollados y subdesarrollados del mundo.


    Nuestros feroces críticos instalaron a su vez el concepto de “Corte adicta”, haciendo referencia a la composición de la Corte Suprema de Justicia de la Nación cuando se aumentó de cinco a nueve el número de sus integrantes en 1990. En realidad, comenzaron a calificarla de esa forma a partir del momento en que se sancionó la ley que disponía ese aumento, es decir, antes de que se conocieran sus fallos y resoluciones. En el meduloso trabajo realizado por el doctor Rodolfo Barra, incluido en esta obra, se demuestra en forma contundente la improcedencia del cuestionamiento, explicando cómo se integró el Tribunal en cada uno de los casos puestos en tela de juicio, de donde resulta que en la casi la totalidad de ellos hubo siempre la participación de magistrados que no habían sido designados por el presidente Menem. Existe al respecto un estudio realizado por el Instituto Ambrosio Gioja, de la Facultad de Derecho de la Universidad de Buenos Aires, denominado “La Corte Suprema de Justicia frente a los poderes políticos a través del control de constitucionalidad: 1983-1998”, según el cual la llamada mayoría oficialista no se expresa como tal en el 91% de los fallos, quedando de este modo desmentida, con datos provenientes de una fuente insospechada, la veracidad de lo que venimos afirmando.


    De todos modos cabe recordar que el presidente Alfonsín había enviado a la Cámara de Diputados un proyecto de ley en 1987 para ampliar a 7 el número de integrantes de la Corte —con la particularidad de que el titular del Poder Ejecutivo se reservaba el derecho de nombrar al presidente de la Corte con acuerdo del Senado—, que no llegó a sancionarse no obstante tener dictamen favorable de mayoría, suscripto entre otros por el diputado doctor Jorge Vanossi. En el mismo sentido se puede señalar que en 1958, en la presidencia del doctor Arturo Frondizi, también se había elevado a 7 el número de integrantes de la Corte (ley 15.271), que luego sería disminuido a 5 en 1966 por el gobierno de facto que lo derrocó; mientras que durante la presidencia del doctor Arturo Illia se había enviado al Senado un proyecto de ley elevando a 11 la cantidad de miembros, aprobado por esa Cámara reduciéndola a 10, pero finalmente no fue sancionado. Traemos a colación esos datos para dejar en claro que la idea de aumentar el número de integrantes de la Corte no fue original del presidente Menem, por lo que considero injusto que se siga insistiendo con lo de la Corte adicta o la mayoría automática, cuando por otra parte los resultados desmienten esa calificación. Pareciera que la descalificación no se debía a la acción de aumentar el número de miembros de la Corte, sino a quién la promovía, porque si lo hacía un presidente de origen justicialista, estaba mal, y si venía de otro partido, era correcto.


    La modernización del sistema procesal penal demandó mayores espacios físicos para los nuevos tribunales, por lo que el Poder Ejecutivo le cedió al Poder Judicial el edificio de Comodoro Py, donde funcionan actualmente, antes ocupado por la Dirección Nacional de Vialidad. Por otra parte se estableció, por primera vez, la autarquía financiera del Poder Judicial de la Nación, mediante la ley 23.853 del 27 de septiembre de 1990.


    El tema de la cultura también fue un frente de ataque a la administración del presidente Menem, más que todo por razones ideológicas de sectores de izquierda. La respuesta de su gobierno fue contundente, y se debe destacar, entre muchas otras realizaciones, la terminación del nuevo edificio de la Biblioteca Nacional, la más importante del país, que había comenzado a construirse treinta años atrás y cuya obra se encontraba prácticamente paralizada. Su inauguración tuvo lugar el 10 de abril de 1992. Asimismo se construyó el Centro Cultural Borges, en el edificio de las Galerías Pacífico, que ocupó 10.000 metros cuadrados y fue inaugurado en octubre de 1995.


    Además se llevaron a cabo otras medidas sustanciales en materia cultural, como la sanción de la ley 24.800 del 19 de marzo de 1997 por la que se creó el Instituto Nacional del Teatro como organismo rector de la promoción y el apoyo de la actividad teatral en todo el territorio del país, favoreciendo su más alta calidad artística y posibilitando el acceso de la comunidad. Asimismo se sancionó la ley 24.377 del 28 de septiembre de 1994, modificatoria de la ley 17.741, promoviendo incentivos al desarrollo de la industria cinematográfica. Por la sanción de la ley 24.633 del 20 de marzo de 1996 se promovió la circulación internacional de obras de arte de autores vivos, posibilitando que la creación tuviera difusión universal. Cabe también mencionar, como un acto de justicia a favor de los autores, la extensión de veinte a sesenta años del derecho de propiedad intelectual a los herederos, establecido por la ley 24.870 del 20 de agosto de 1997, dando así respuesta a un legítimo reclamo de aquellos. Corresponde también incluir en este aspecto la incorporación de los programas de computación al régimen de la ley 11.723 de propiedad intelectual. Finalmente se puede recordar la promoción de la Ley de Fomento del Libro, para incrementar y mejorar la producción editorial nacional, como así también preservar y asegurar el patrimonio literario, bibliográfico y documental de la Nación, facilitando por otra parte el acceso igualitario al libro, bibliotecas públicas, populares, escolares, universitarias y sindicales incluyendo los archivos, centros de información, documentación y difusión literaria.


    Las severas críticas se extendieron también al campo de la educación, la ciencia y la tecnología, dando a entender que, pese a las profundas reformas realizadas, ampliamente reconocidas por expertos en la materia, tanto nacionales como extranjeros, no se había avanzado nada al respecto. El extenso y meduloso informe de la ex ministra del ramo, la socióloga Susana Decibe, demuestra claramente todos los progresos y la modernización de las instituciones y de las normativas efectuados en esa importante materia.


    Una de las falacias también repetida hasta el día de hoy, ya sea por ignorancia o por mala fe, es la de una supuesta “desindustrialización” producida por el gobierno del presidente Menem. En realidad ocurrió todo lo contrario, porque hubo una extraordinaria modernización del sector industrial, gracias a las inversiones que crecieron un 96% y a la importación de bienes de capital que lo hicieron en un 24,7% anual, lo que se reflejó en el notable incremento de las exportaciones de manufacturas de origen industrial, que alcanzaron a un 118% en la década. Los trabajos de Domingo Cavallo y de Alieto Guadagni incorporados en esta obra revelan con claridad meridiana hasta qué punto es falsa la supuesta destrucción de la industria. A simple título ilustrativo se puede recordar que en los años noventa se instalaron las fábricas de automóviles General Motors, Toyota y numerosas industrias autopartistas.


    Desde otro punto es procedente señalar que durante la década de 1990 se concretaron una gran cantidad de obras públicas, citándose a título de ejemplo, entre muchas otras, el puente Rosario-Victoria, la instalación de las 18 primeras turbinas de Yacyretá, el aeropuerto internacional de Tierra del Fuego, la autopista Buenos Aires-La Plata, el acueducto Lago Muster-Comodoro Rivadavia, el puente internacional Santo Tomé-São Borja, los gasoductos a Chile y los accesos a la Capital Federal. Respecto de estos últimos será siempre recordada la actitud de un intendente radical del conurbano que se encadenó a un árbol para protestar contra la construcción del Acceso Norte con el pretexto de que se atentaba contra el medio ambiente al tener que trasladar de lugar los árboles existentes en la zona de la obra.


    Entre las obras y reformas estructurales no puede dejar de mencionarse el dragado del río Paraná, cuya profundidad fue llevada de 18 a 36 pies, el más grande en la historia nivel global, posibilitando que por esa hidrovía saliera el 80% de la producción total de granos del país. Como consecuencia de ese emprendimiento se instalaron más de 20 grandes plantas procesadoras de soja, con silos y puertos privados, realizándose una inversión de 15.000 millones de dólares y convirtiendo al Gran Rosario en la mayor concentración mundial de proteínas y aceites vegetales.2


    La modernización del país por las profundas reformas efectuadas en los años noventa no se hubiera podido llevar a cabo exitosamente si al mismo tiempo no se mejoraba la administración y el ordenamiento de la actividad financiera y el sistema de controles del Estado. En ese sentido, la sanción de la ley 24.156 marcó un cambio fundamental, como muy bien lo explica en su trabajo Ricardo Gutiérrez, al abordar las profundas reformas realizadas en ese sector. A simple título de ejemplo basta citar lo que ocurría con la presentación y aprobación del presupuesto general que anteriormente se hacía a veces a mediados o casi al finalizar el año en que debía regir, mientras que a partir de la citada ley es obligación del Poder Ejecutivo presentarlo antes del 30 de septiembre del año anterior a su entrada en vigencia.


    Sería mucho más extensa esta introducción si tomara en particular cada una de las obras públicas y acciones realizadas y las materias abordadas por los distintos autores, pero por razones obvias preferimos remitirnos directamente a sus trabajos, en los que se las explica con la máxima precisión y jerarquía profesional y técnica.


    Finalmente no se puede dejar de recordar que el presidente Fernando de la Rúa, que sucedió al gobierno del presidente Menem, hizo su campaña política asegurando que continuaría con la línea económica de los años noventa en cuanto a la convertibilidad, uno de sus ejes principales, mientras que el candidato Eduardo Duhalde proponía un cambio de modelo porque aquel se había agotado por lo “exitoso”. El pueblo votó mayoritariamente por la continuación del modelo de los noventa, lo que hace suponer que la gente estaba conforme y no quería el cambio.


    En realidad, el gobierno de la Alianza fracasó fundamentalmente por la crisis política que se desató en su seno luego de la prematura renuncia del vicepresidente Carlos Álvarez, debilitando la figura presidencial que finalmente perdió el apoyo hasta de su propio partido. La crisis económica fue una consecuencia de la situación política y no al revés, como sostienen los detractores de los años noventa, que alegan la explosión de bombas de tiempo económicas que había dejado el gobierno anterior. Por supuesto que pasan por alto las crisis que tuvo que enfrentar el gobierno del presidente Menem, como la del Sudeste Asiático, la de Rusia y la devaluación de Brasil, no obstante lo cual el riesgo país no superaba los 600 puntos.


    Esta es la verdadera historia de los años noventa, como lo explica detalladamente cada uno de los destacados expositores convocados, todos ex funcionarios del gobierno del presidente Menem, a quienes agradecemos la buena voluntad puesta de manifiesto para producir sus valiosos informes y la honrosa misión que nos dieron de coordinar sus trabajos.
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 LA TRANSICIÓN DE ALFONSÍN A MENEM



    por EDUARDO MENEM


    I. Antecedentes


    Dentro del marco de la obra destinada a rescatar los logros de la presidencia del doctor Carlos S. Menem, ferozmente demonizada desde algunos ámbitos políticos, mediáticos y culturales, opositores a su gobierno, no se puede dejar de destacar la trascendencia institucional, política y económica que tuvo el hecho histórico de una transición, en la cual se adelantó el traspaso del poder por decisión de quienes lo ejercían, en plena vigencia de la democracia.


    Fue la primera y única vez, hasta ahora, que un presidente y un vicepresidente constitucionales, el doctor Raúl Alfonsín y el doctor Víctor Martínez, renunciaban simultáneamente a sus cargos, seis meses antes de vencer sus mandatos, y se los transferían anticipadamente a quienes habían sido electos para sucederlos, los doctores Carlos Saúl Menem y Eduardo Duhalde.


    Las razones por las que el presidente Alfonsín decidió resignar anticipadamente sus funciones se debieron, fundamentalmente, a la grave crisis económica, agudizada en los últimos meses de su gestión, con las lógicas consecuencias negativas en los aspectos sociales y políticos, como se explica más adelante. Precisamente a raíz de esa crisis, que se fue agravando con el transcurso del tiempo, el gobierno radical decidió adelantar las elecciones presidenciales y legislativas que debían realizarse en octubre de 1989, y fueron efectuadas el 14 de mayo de ese mismo año, con la esperanza de que los comicios se hicieran antes de que la situación se tornara aun más crítica en aquella fecha.


    El triunfo del doctor Raúl Alfonsín en las elecciones de 1983 no solo significó la recuperación de la democracia, celebrada por todo el pueblo argentino, sino que además generó un clima de esperanzas y de un futuro mejor, luego de la dolorosa experiencia sufrida por el país como consecuencia del golpe militar del 24 de marzo de 1976, autodenominado Proceso de Reorganización Nacional, que instaló la más feroz y sangrienta dictadura de nuestra historia.


    La acción de gobierno del presidente Alfonsín fue políticamente relevante y elogiable en cuanto al funcionamiento del sistema democrático, pero no así en el plano económico y social, en el que no solo no pudo revertir la delicada situación heredada de la dictadura militar, sino que esta empezó a agravarse a partir de 1986, por no acertar en las medidas que era necesario adoptar para evitar o minimizar las consecuencias del fenómeno inflacionario que venía sufriendo el país desde varios años atrás y que alcanzó su pico máximo en las instancias finales del gobierno radical. A ello había que sumarle la recesión, la escasez de inversiones importantes, el crecimiento de la deuda pública externa e interna, el bajo nivel de empleo productivo debido a la subocupación y a la ocupación disfrazada, todo lo cual generó altos niveles de pobreza y de indigencia.


    En otras partes de esta obra colectiva se analizan técnicamente, por parte de expertos en la materia, las causas que llevaron a la debacle económica del gobierno radical, por lo que nos limitaremos en nuestro caso a recordar sintéticamente algunos hechos y circunstancias reveladores de la crisis, tanto desde nuestro punto de vista como del de otras personas que lo dejaron asentado en diversas publicaciones.


    II. Los primeros tiempos del gobierno radical


    En los primeros años de su gobierno, el presidente Alfonsín consolidó su poder político, impulsado por el triunfo en las elecciones del 10 de octubre de 1983, infligiendo su primera derrota al peronismo y fortalecido por sus decididas acciones en relación con los derechos humanos, al firmar sendos decretos el 13 de diciembre de 1983 ordenando enjuiciar a los dirigentes de las organizaciones guerrilleras Montoneros y ERP y a los integrantes de las Juntas Militares que habían gobernado el país a partir del 24 de marzo de 1976. Pocos días después dispuso la creación de la Comisión Nacional sobre la Desaparición de Personas (Conadep), integrada por personalidades independientes de distintos ámbitos, para investigar y obtener pruebas sobre violaciones de los derechos humanos y derivar los casos a la Justicia. Asimismo envió al Congreso un proyecto de ley anulando la autoamnistía que había dictado el gobierno militar. Sobre el particular debo señalar que este proyecto de ley fue también votado a favor por los legisladores justicialistas, desmintiendo de esta forma las versiones de mala fe según las cuales lo habían hecho en contra.


    En materia económica, el gobierno radical no mostró el mismo activismo que en la política sobre derechos humanos, pese a que el gobierno del Proceso había dejado una delicada situación que merecía mayor atención, como quedó demostrado más adelante con su paulatino agravamiento. Para hacer frente al estado de pobreza en que se encontraba gran parte de la población, el gobierno lanzó el Plan Alimentario Nacional (PAN), que consistía en la distribución gratuita de cajas con alimentos esenciales, lo que generó denuncias por corrupción en el manejo de dicho plan por parte de la oposición.


    Un logro político importante obtuvo el presidente Alfonsín al conseguir la aprobación por el Congreso del Tratado de Paz y Amistad con Chile, relacionado con el conflicto limítrofe sobre el canal de Beagle, que nos había colocado al borde de la guerra durante el gobierno militar. Previo a ello se convocó a una consulta popular para decidir el camino a seguir, la que arrojó una amplia mayoría a favor del acuerdo propuesto por el gobierno radical. El justicialismo se pronunció en contra del acuerdo, con excepción del gobernador de La Rioja, Carlos S. Menem, que participó activamente en la campaña por el sí y cuyo acto inicial se hizo precisamente en esa provincia, con la presencia de autoridades nacionales.


    El primer traspié importante del gobierno radical se produjo en abril de 1984, con el rechazo el proyecto de ley denominado de Reordenamiento Sindical, conocido también como Ley Mucci, en razón de haber sido impulsada por el entonces ministro de Trabajo, el sindicalista Antonio Mucci, invocando la necesidad de reorganizar democráticamente el funcionamiento de los gremios. El proyecto había sido aprobado por la Cámara de Diputados y rechazado en el Senado, con mayoría justicialista, por la diferencia de un voto aportado por el senador Elías Sapag, del Movimiento Popular Neuquino. Indudablemente, el proyecto de ley tenía como objetivo final debilitar la estructura sindical, que en mayoría apoyaba al peronismo.


    III. Problemas de la economía


    A todo esto la situación económica se había ido empeorando, como consecuencia de la inflación, la falta de inversiones, el déficit fiscal, la caída en los términos del intercambio por la baja de precios de los productos agrícolas y por la falta de avances en el arreglo de la deuda pública, tanto externa como interna. Con el objetivo de solucionar esta crisis, el presidente Alfonsín, en febrero de 1985, nombró como ministro de Economía a Juan Vital Sourrouille, en reemplazo de Bernardo Grinspun. El nuevo ministro puso en marcha el denominado Plan Austral, por el nombre del nuevo signo monetario cuyo valor se estableció quitándole tres ceros al peso, de modo tal que 1.000 pesos equivalían a 1 austral. Las distintas medidas adoptadas, tales como la fijación del tipo de cambio, los controles de precios y salarios y la reducción del déficit fiscal, lograron resultados muy positivos, como la baja de la inflación, que había llegado a niveles de entre el 20 y el 30% en junio de 1985, reduciéndose al 2% mensual entre agosto de 1985 y febrero de 1986, recuperándose el nivel de actividad económica a partir el cuarto trimestre de 1985.1


    El mejoramiento de la situación económica, como consecuencia del Plan Austral, posibilitó al gobierno radical alcanzar un amplio triunfo en las elecciones legislativas intermedias realizadas en noviembre de 1985, imponiéndose en todas las provincias con excepción de La Rioja y Formosa, donde ganó el justicialismo. Entusiasmados por el buen resultado electoral, los radicales lanzan el denominado “Tercer Movimiento Histórico” con el propósito declarado de modernizar el país y las estructuras partidarias, incluyendo la reforma constitucional. Como un hecho anecdótico, pero de gravedad institucional, cabe recordar que, en el mes anterior a las elecciones, el presidente Alfonsín declaró el estado de sitio denunciando una conspiración contra el gobierno, pero cometiendo el error de ordenar la detención de políticos y periodistas —entre ellos, Rosendo Fraga— antes del dictado del decreto pertinente, lo que generó agudas críticas de la oposición y de medios periodísticos.


    A partir de julio de 1986 comenzó a resurgir con fuerza el fenómeno inflacionario, alcanzando un índice del 13,7% mensual en agosto de 1987, es decir, en el mes anterior a la realización de los comicios para elegir gobernadores y renovar parcialmente la Cámara de Diputados. El resultado de estas elecciones, realizadas el 6 de septiembre de ese año, fue muy desfavorable para el radicalismo, ya que solo pudo mantener el gobierno en las provincias de Córdoba y Río Negro y en la Capital Federal, perdiendo las bancas de 12 diputados nacionales y, con ello, su mayoría en esa Cámara, mientras que en el Senado, donde no hubo renovación, mantuvo la mayoría el justicialismo. Algunos atribuyen a esta derrota electoral el comienzo de la declinación política y económica del gobierno radical, que hizo eclosión en mayo de 1989 con la pérdida del Gobierno nacional.


    Al perder su impulso inicial el Plan Austral, se profundizó la recesión económica y se produjeron nuevas alzas en los índices inflacionarios, llegando a un pico del 27,6% en octubre de 1988, es decir, a un nivel tan elevado como antes del mencionado plan. Ante esa situación, el gobierno radical implementó el denominado Plan Primavera, acompañado por un nuevo congelamiento de precios y salarios, lográndose bajar notablemente la tasa de inflación, pero solo por tres meses porque en diciembre de 1988 volvió a incrementarse al 6,7% y a cerca del 10% en febrero de 1989, llegando en mayo de 1989 al 78%, es decir que los precios aumentaban a razón del 2% por día. Cuando el presidente Menem asumió el poder en julio de 1989, la inflación mensual superaba el 200%, o sea el 3,6% diario.2


    Por último cabe también recordar el desesperado intento del gobierno radical de recurrir al denominado ahorro obligatorio o forzoso para tratar de aliviar la situación económica. Se implementó por la ley 23.549 del 8 de enero de 1988 y recayó sobre unos 300.000 contribuyentes, para ser devuelto a los seis meses con una renta mensual del 3%; se recaudaron 1.500 millones de pesos y se devolvió el 11 de junio de 2001, con una pérdida del 93% para los “ahorristas obligados”.


    IV. La cuestión militar


    Además de los problemas económicos, el gobierno radical se vio afectado por un notorio malestar en las Fuerzas Armadas, con motivo de las citaciones a declaraciones indagatorias y procesamientos judiciales a que estaban siendo sometidos los oficiales y suboficiales, acusados por delitos de lesa humanidad, como consecuencia de la represión contra los ataques y atentados cometidos por las guerrillas subversivas. Con el propósito de descomprimir la situación y para que las causas judiciales por este tipo de delitos no quedaran abiertas por tiempo indefinido, al igual que el estado de sospecha sobre los imputados, el Poder Ejecutivo hizo sancionar a fines de diciembre de 1986 la ley denominada de Punto Final, por la cual se declaraban extinguidas las acciones penales referidas a esos delitos, en los casos en que los imputados no fueran citados a declarar dentro de los sesenta días de promulgada la ley.


    Como lo reconociera posteriormente el ministro de Defensa, el radical Horacio Jaunarena, la Ley de Punto Final fue un fracaso absoluto porque produjo los efectos exactamente inversos a los buscados. Ello ocurrió porque, al haberse fijado el plazo antes indicado, los jueces imprimieron una inédita celeridad a las causas, a tal punto que a mediados de marzo de 1987 había cerca de cuatrocientos oficiales procesados, de los cuales más de cien estaban en actividad. Al respecto dijo también el ministro que “el Gobierno pagó un enorme costo político con una normativa que lejos de serenar los ánimos y encauzar las causas judiciales, reavivó los malestares y colocó la situación en un lugar peor que el que estaba antes de su sanción”.3


    Ese malestar en las Fuerzas Armadas se tradujo en el levantamiento, durante la Semana Santa de 1987, encabezado por el teniente coronel Aldo Rico, motivando que el presidente Alfonsín tomara la decisión de ir personalmente a Campo de Mayo para dialogar con los rebeldes y regresar después a la Casa de Gobierno para dirigir un mensaje al pueblo, acompañado por dirigentes de otras fuerzas políticas que manifestaron su expreso apoyo al gobierno democrático. En su emotivo discurso, el Presidente trasmitió tranquilidad, dando a entender que el conflicto estaba superado, mencionando que entre los sublevados había héroes de Malvinas y pronunciando la frase que adquirió celebridad: “La casa está en orden. Felices Pascuas”.


    El posterior envío al Congreso del proyecto de ley sobre Obediencia Debida, sancionada bajo el número 23.521 en junio de 1987 con el apoyo de los legisladores oficialistas, fue interpretado por la oposición y por otros sectores de la opinión pública, principalmente de izquierda, como el cumplimiento de un compromiso asumido frente a los militares rebeldes durante los acontecimientos de Semana Santa, generando una señal de debilidad y dando lugar a la consolidación de una agrupación militar conocida como los “carapintadas”, a la que después se sumaron civiles creando el partido político denominado MODIN.


    Esta ley tampoco serenó los ánimos, al punto tal que con posterioridad se produjeron otros actos de rebelión militar, como el protagonizado el 18 enero de 1988 en la unidad militar ubicada en la localidad correntina de Monte Casero, encabezado también por el teniente coronel Aldo Rico, y el del 1º de diciembre de ese mismo año, comandado por el coronel Mohamed Alí Seineldín, desde el Batallón de Logística ubicado en la localidad bonaerense de Villa Martelli. Estos dos últimos movimientos no lograron los resultados que pretendían sus conductores, ocasionaron otro desgaste político para el gobierno radical, sobre todo por la lentitud de las fuerzas “leales” en reprimirlos debida y oportunamente.


    V. La crisis eléctrica


    Otro de los problemas que afectó la imagen del gobierno radical fue una grave crisis eléctrica producida entre fines de 1988 y los primeros meses de 1989. La falta de inversiones en instalaciones obsoletas, tanto en la generación como en la distribución de electricidad, empezó a generar cortes y apagones cada vez más frecuentes, afectando no solo el suministro familiar sino también las industrias y el comercio. De las interrupciones sorpresivas se pasó a un sistema de cortes rotativos programados por zonas en la Capital, en Buenos Aires y en el interior del país. Para ahorrar energía tuvieron también que limitarse la iluminación de vidrieras y carteles luminosos, mientras que las emisiones de televisión solo podían hacerse por un tiempo determinado de seis u ocho horas, entre la tarde y la noche. Con la misma finalidad de ahorrar electricidad se recurría al otorgamiento de frecuentes asuetos en la administración pública nacional y también en las provinciales. Como consecuencia de la crisis eléctrica se produjo además la falta o escasez en la provisión de agua potable, agravando las manifestaciones y protestas sociales por la carencia de ambos elementos esenciales.


    Es cierto que contribuyeron a la generación de la crisis eléctrica y la carencia de agua potable los factores climáticos, como la falta de lluvias y los intensos calores de esa época, pero trascendió que, según un informe presentado un año antes por dieciocho ingenieros de todas las empresas estatales de energía, se había advertido al secretario de Energía de la Nación sobre la crisis que se avecinaba.4


    Un ligero repaso por los titulares de algunos diarios de la época puede ayudar a dimensionar la repercusión de la crisis:


    Clarín


    INICIAN EL LUNES CORTES DE ENERGÍA DE 5 HORAS POR DÍA (10/12/1988, portada). Se tornó muy grave la crisis energética. Salió de servicio la central nuclear de Embalse; los subtes circularán hasta las 22; distorsiones en la producción industrial (20/12/1988, portada). Más de 100.000 personas sin agua (pág. 3).


    ALERTAN SOBRE EL RIESGO DE UN APAGÓN GENERALIZADO. Lo dijo el presidente de SEGBA. La titular de la Comisión Nacional de Energía Atómica habló de negligencias de los responsables de las empresas de energía.


    SE DECLARARÍA LA EMERGENCIA ENERGÉTICA (29/12/1988, portada).


    HABRÁ CORTES DURANTE TODO ENERO Y EN LA COSTA ATLÁNTICA (30/12/1988, portada).


    Crónica


    AMPLÍAN A 6 HORAS LOS CORTES DE LUZ. También habrá apagones imprevistos y reducirán horario de las trasmisiones de televisión. Mañana se declarará el estado de emergencia eléctrica en toda la República (4/1/1989, portada).


    DESASTRE NACIONAL POR FALTA DE LUZ. Caos en el microcentro por imprevisto apagón. Inconvenientes en la Bolsa y en varios Bancos.


    ES DRAMÁTICA LA ESCASEZ DE AGUA EN AMPLIAS ZONAS DEL GRAN BUENOS AIRES. Trenes con atraso (5/1/1989, portada). La crisis es federalista: alcanza a toda la República (pág. 3).


    SE AGRAVÓ LA CRISIS ENERGÉTICA. Podrían ampliarse los cortes de luz (20/2/1989).
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    LA LUZ MALA. El sistema al borde del colapso. El jueves salieron de servicio las centrales de Luján de Cuyo, San Nicolás y Alicurá (7/1/1989, portada).


    TRAGO AMARGO. Medio millón de personas sin agua en el Gran Buenos Aires. A partir de hoy los cortes de luz en Capital se iniciarán a las 6 y terminarán a las 21. Los Bancos atienden al público de 10 a 14 (10/1/1989, portada).


    LA CRISIS ES EL PRECIO DEL SUBDESARROLLO, reportaje a Rodolfo Terragno (15/1/1989, portada).


    TERRAGNO DICE QUE SABÍA DE LA CRISIS PERO QUE NO TENÍA FONDOS (20/1/1989).


    VI. El clima de inseguridad


    Como consecuencia de los problemas enunciados y de otros que se fueron desencadenando, se creó un clima de inseguridad que también repercutió negativamente en la imagen del gobierno radical. No solo aumentaron los delitos comunes, sino que empezaron a producirse saqueos en distintos puntos del país, sobre todo en las grandes ciudades, entre ellas, Rosario y varios distritos bonaerenses como Moreno y San Miguel. Se registraron enfrentamientos entre vecinos de distintos barrios ante la amenaza de invasión con fines de robo, además los medios también daban cuenta de comerciantes barriales armados para defender sus negocios.


    Por cierto que los saqueos no eran todos espontáneos, sino que algunos estaban planeados por organizaciones y activistas de izquierda, como lo revelaban los panfletos encontrados en Rosario en el lugar de uno de los saqueos y atribuidos al MAS, que decían: “Cada vez es más difícil comer y seguir viviendo. Esto es lo que ha llevado a que sectores de la población asalten supermercados. La situación no se aguanta más. No podemos seguir esperando. Por eso ya son miles los trabajadores y sectores sociales que han salido a pelear”. También se mencionaba la intervención de activistas del Partido Obrero, del Movimiento de Todos por la Patria, del Partido Obrero Revolucionario y de algunos ex militantes del ERP.5


    VII. El ataque a unidades militares en La Tablada


    El 23 de enero de 1988 se produjo uno de los hechos más violentos desde la recuperación de la democracia, cuando un grupo de activistas de izquierda —provenientes de grupos guerrilleros, en su mayoría del Movimiento de Todos por la Patria (MTP) y de ex militantes del Ejército Revolucionario del Pueblo (ERP)—, irrumpió por la fuerza en las instalaciones del Regimiento de Infantería Mecanizado Nº 3 y del Escuadrón de Exploración de Caballería Blindado Nº 1, ubicadas en La Tablada, con la finalidad de tomar esas unidades, bajo el pretexto de querían desbaratar un golpe militar contra el gobierno del presidente Alfonsín.


    La asonada estaba comandada por el ex integrante del ERP, conocido por las violentas acciones subversivas de los años setenta, Enrique Gorriarán Merlo y por Jorge Baños, un abogado activista por los derechos humanos que lideraba el MTP y tenía una notoria participación publicando notas de opinión en algunos medios estatales de comunicación. El enfrentamiento con los militares que estaban en los regimientos y con fuerzas policiales que acudieron al lugar cuando se iniciaron las acciones duró más de 24 horas, fue encarnizado y sangriento, arrojando un total de 32 guerrilleros, 9 militares y 2 policías muertos y decenas de heridos. Además, gran parte de las instalaciones militares quedó destruida totalmente o seriamente dañada. En cuanto a los cabecillas del ataque, Gorriarán Merlo huyó por los fondos del regimiento cuando advirtió que la lucha era adversa para los subversivos, mientras que Jorge Baños murió en el enfrentamiento.


    Este grave suceso significó otro desgaste para el gobierno radical, toda vez que sus servicios de inteligencia no advirtieron o no comunicaron a tiempo lo que estaba por ocurrir pese a que habían circulado rumores en ese sentido, como las declaraciones formuladas por Jorge Baños, quien había transitado horas antes del alzamiento por varios medios de comunicación, denunciando que se estaba gestando un movimiento para derrocar al presidente Alfonsín, involucrando como responsables al candidato justicialista a la Presidencia, Carlos S. Menem, al coronel Mohamed Alí Seineldín y a los militares “carapintadas”. Lo ridículo de la acusación motivó que el candidato justicialista formulara una denuncia contra el gobierno.


    VIII. Relaciones con la Iglesia. La corrupción


    También jugó en contra del gobierno del presidente Alfonsín su difícil relación con la Iglesia católica, a raíz de algunas decisiones adoptadas durante su mandato que fueron vistas con desagrado por parte de las autoridades eclesiásticas, las que a su vez formularon severas críticas al gobierno radical por supuestos hechos de corrupción y por sus falencias en materia económica, que provocaron el aumento de la pobreza en nuestro país.


    En realidad, las críticas sobre algunas leyes sancionadas durante el gobierno del presidente Alfonsín, como la ley 23.234 estableciendo la patria potestad compartida y la equiparación de derechos de los hijos nacidos dentro y fuera del matrimonio y la ley 23.315 de divorcio vincular, no son justas en cuanto a hacer único responsable de ellas al gobierno radical, porque me consta que fueron votadas por un gran sector del justicialismo, en el cual me incluyo, y por legisladores de otros partidos. Más aún, el proyecto de ley sobre patria potestad compartida tuvo origen en el Senado, sobre la base de una iniciativa que promoviéramos con el senador Libardo Sánchez, y si bien el Poder Ejecutivo había enviado un proyecto sobre el mismo tema a la Cámara de Diputados, lo hizo con posterioridad al que se sancionara en el Senado, por lo cual se reconoció a este su condición de Cámara de origen.


    En cuanto a la acusación sobre hechos de corrupción, cabe recordar el incidente ocurrido el 2 de abril de 1987 durante una misa en homenaje a los soldados caídos en Malvinas, cuando luego de la homilía pronunciada por el obispo castrense monseñor Antonio Medina, durante la cual deslizó imputaciones al gobierno por negociados y pedidos de coimas, el presidente Alfonsín tomó el micrófono para responder y manifestó que si existían hechos de corrupción que no eran por él conocidos, que procedieran a formular las denuncias concretas para ser castigados. En esos tiempos se comentaban algunos escándalos de la Aduana en Tierra del Fuego, que finalmente terminaron con la condena del titular de ese organismo, Juan Carlos Delconte, y un supuesto negociado del secretario de Comercio Interior, Ricardo Mazzorín, con la importación de pollos desde Hungría, que terminaron en mal estado de conservación. Por su parte, el candidato oficialista a vicepresidente de la Nación, Juan Manuel Casella, en declaraciones a DYN con fecha 13 de febrero de 1989, reconoció que “existe en la Argentina una ola de corrupción, aunque esto no significa acusar a funcionarios porque el problema los excede” y expresó luego que “es posible afirmar que en el área económica hemos incurrido en una multiplicación geométrica de las corruptelas”.


    Asimismo hubo duros reproches al gobierno radical por la situación del país, en un documento emitido por todos los obispos argentinos reunidos en la Conferencia Episcopal de octubre de 1988. Según relata Joaquín Morales Solá en su libro Asalto a la ilusión,6 Alfonsín se consideró gratuitamente agredido por la institución religiosa, al punto tal que horas después, en una reunión con la juventud radical, se preguntó por qué le objetaban tanto a su gobierno “si él nunca se había acordado del escándalo internacional del Banco Ambrosiano”, refiriéndose a las maniobras financieras que había realizado el obispo Paul Marcinkus, jefe de la banca pontificia, que lo habían vinculado a banqueros de la mafia italiana y de la logia masónica P2. Agregó el citado autor que ese día el presidente Alfonsín dio por terminados los vanos intentos que venía ensayando para arreglar su relación con la Iglesia.


    IX. La situación a fines de 1988. La corrida del 6 de febrero de 1989. La hiperinflación


    En su libro 1980-2010 anteriormente citado, Mariano Caucino, a modo de resumen de la situación del país a fines de 1988, transcribe conceptos de Morales Solá, según los cuales, refiriéndose al presidente Alfonsín, expresa: “El último ejercicio económico completo de su mandato, 1988, fue verdaderamente dramático en los niveles de recesión y de caída del consumo y el salario. Durante ese año solo operó la mitad del parque industrial y hubo desocupación y suspensiones masivas. La tasa de desempleo y subempleo juntas (7,7% y 8,3%) se elevaron al 16% […]; los índices de desocupación eran los más alarmantemente altos desde 1974, solo comparables a los de la época de la guerra por las Malvinas en 1982 y a la de la crisis previa al Plan Austral de 1985 […] el producto bruto había caído un 3,1% en 1988 y el costo de vida había aumentado casi un 400%”.7


    Además del creciente proceso inflacionario, con la consiguiente pérdida de valor del austral, la gente se volcó masivamente a la compra de dólares, en la medida de sus posibilidades, para defender su poder adquisitivo. A los fines de mitigar la creciente escalada del valor del dólar, el Banco Central vendió 900 millones de esa moneda en el mes de enero, sin el resultado esperado. Al llegar a conocimiento del Gobierno de que el Banco Mundial suspendería el pago de un tramo del crédito otorgado a la Argentina, alegando el incumplimiento de sus compromisos, el Banco Central anunció, el 6 de febrero, el cierre de la venta de dólares, provocando una corrida y gran conmoción en el mercado financiero y económico. Ese día fue calificado como el “lunes negro” en la historia económica argentina.


    Para describir las consecuencias de esa corrida, nada mejor que citar las elocuentes expresiones del subsecretario de Economía del gobierno radical, Adolfo Canitrot, según el diario Ámbito Financiero del 26 de mayo de 1989, al manifestar con un elogiable sentido autocrítico: “Este proceso explotó en el desastre del 6 de febrero. Allí todas las defensas fueron sobrepasadas. A partir de entonces es un proceso de destrucción del Estado. Estamos en un estado de emergencia y hay que asumirlo como tal”. Agregando más adelante: “Y el peronismo se va a encontrar con que llega al poder en una situación inmanejable. Va a encontrar la casa destruida”. Y termina diciendo: “Nosotros tuvimos enormes dificultades en el manejo del Estado. Deberíamos haber percibido que teníamos poco tiempo para arreglar las cuentas fiscales”.


    Ante la gravedad de la situación se produjo la renuncia del ministro de Economía, Juan Vital Sourrouille, la que anteriormente había sido solicitada públicamente por Eduardo Angeloz, candidato radical a la Presidencia de la Nación, siendo reemplazado por Juan Carlos Pugliese, que hasta ese momento había ejercido la presidencia de la Cámara de Diputados.


    Asimismo repercutió negativamente en la delicada situación del Gobierno el resultado de las elecciones generales del 14 de mayo de 1989, en las que triunfó la fórmula presidencial justicialista (Frejupo) Carlos S. Menem-Eduardo Duhalde, sobre la del oficialismo integrada por Eduardo Angeloz-Juan M. Casella. Además, el justicialismo incrementó el número de diputados nacionales, consiguiendo una mayoría propia.


    El cambio del ministro de Economía no solo no produjo una disminución de la tensión económica y social, sino que la aceleró, llegando a un pico el 29 de mayo de 1989, cuando se registraron 433 saqueos, principalmente en las provincias de Santa Fe, Buenos Aires, Córdoba y Tucumán, con el resultado de 14 personas fallecidas, 174 heridas y 1.852 detenidas, según lo relata el economista Juan Carlos de Pablo8 en su libro Vivencias extremas, en el que se refiere a las hiperinflaciones de 1989 y 2001. El citado autor cuenta algunas experiencias personales: “En el mismo lugar, en el mismo día tomé tres cafés y pagué tres precios distintos”, agregando luego que en el supermercado Carrefour la remarcación de precios se comunicaba por altoparlante y que en la hiperinflación “hay un solo objetivo: sobrevivir”.9 Y más adelante sostiene: “Sabíamos de la hiperinflación por las lecturas, pero quienes vivimos en la Argentina durante el primer semestre de 1989, siendo jóvenes o adultos, ahora llevamos ‘en la sangre’ una experiencia que difícilmente olvidaremos mientras vivamos”, y explica luego: “La hiperinflación no es una inflación a tasas más elevadas, es otra cosa. El achicamiento del horizonte al día que se vive, la angustia del próximo paso, la parálisis decisoria que genera, etcétera, implica que estamos delante de un contexto diferente al ‘meramente’ exceso inflacionario”.10


    Ante los referidos desbordes sociales, el Gobierno nacional decretó el estado de sitio en todo el país por treinta días, mediante decreto 714 del 29 de mayo de 1989. Anteriormente, con fecha 26 de mayo, el presidente Alfonsín había realizado otros cambios ministeriales, designando como ministro de Economía a Jesús Rodríguez y pasando a Juan Carlos Pugliese al Ministerio del Interior. Además nombró a Susana Ruiz Cerutti en la Cancillería, en reemplazo de Dante Caputo, y a José G. Dumón como ministro de Educación.


    X. Las renuncias del presidente Alfonsín y del vicepresidente Martínez y la asunción de Menem-Duhalde


    Como consecuencia de los antecedentes relatados, comenzaron a surgir comentarios desde el propio Gobierno y de los medios de comunicación sobre las posibles renuncias del presidente y del vicepresidente de la Nación y la asunción anticipada del gobierno por parte de la fórmula que había triunfado en las elecciones del 14 de mayo.


    Sobre las causas de la renuncia del presidente Alfonsín cabe formular una rotunda desmentida de algunos comentarios de absoluta mala fe que se hicieron correr en aquellos tiempos y que aún ciertos personajes repiten, en el sentido de que se debió a ciertas declaraciones de Menem como presidente electo. La única verdad es que Alfonsín renunció porque la situación del país se había vuelto inmanejable y tendía a empeorar con el transcurso de los días. La antes aludida decisión de adelantar en seis meses las elecciones presidenciales y legislativas fue un indicio elocuente no solo de las dificultades que en esos momentos afrontaba el Gobierno, sino de la presunción de que ese estado de cosas iba a empeorar al punto de afectar su estabilidad.


    Las críticas al presidente electo se debían principalmente a que, cuando empezaba a rumorearse el alejamiento del gobierno radical, se le preguntó si estaba en condiciones de asumir el poder y su respuesta fue afirmativa, lo que era lógico porque si decía lo contrario iba a generar una sensación de debilidad que afectaría su futura gestión, cuando ya sabía que ante la magnitud de la crisis tendría que tomar medidas que necesitarían de una relevante fortaleza política. Lo cierto es que el Presidente no solo no tenía interés en asumir apresuradamente el cargo, sino que además muchos de sus colaboradores eran partidarios de que no lo hiciera antes de la fecha legalmente establecida, es decir, el 10 de diciembre de 1989, porque en esos momentos era como “agarrar con la mano una brasa ardiente”.


    Por eso, contrariamente a lo que se sostenía en esa falsa acusación, no era el presidente electo el que quería adelantar su asunción al poder, sino que era el presidente Alfonsín el que deseaba apresurar su salida. Ello podía deducirse, además de los trascendidos periodísticos en ese sentido provenientes de fuentes del radicalismo, de un discurso que difundió el presidente Alfonsín por cadena nacional, en el que además de reconocer la gravedad de la crisis económica dio a entender que no había dado resultado una gestión para adelantar la entrega del poder, por lo que tendría que gobernar, en condiciones muy difíciles, hasta la expiración de su mandato, aunque agradecía al presidente electo por haber aceptado la intervención de una persona (el ex ministro Rodolfo Terragno) para continuar hablando sobre el tema.


    Por mi parte tuve la confirmación de que el presidente Alfonsín tenía la intención de dejar el poder lo antes posible, según me lo dio a conocer en una entrevista personal, en mi despacho del Senado, el diputado nacional César “Chacho” Jaroslavsky, presidente de la bancada de su partido y hombre de confianza del entonces presidente de la Nación.


    El mencionado ex ministro Rodolfo Terragno, en nombre del presidente Alfonsín, fue el encargado de realizar las gestiones ante el presidente electo y sus colaboradores, para operar el adelantamiento de la transmisión del Poder Ejecutivo, para lo cual se trasladó varias veces a La Rioja. Se realizaron numerosas reuniones para tratar de llegar a un acuerdo sobre la fecha y las condiciones en que se haría el traspaso del poder presidencial, habida cuenta de que el presidente Alfonsín y algunos de sus colaboradores más cercanos habían hecho saber su decisión irrevocable de resignar su cargo —nunca se habló de renuncia— el día 30 de junio y que de igual modo lo haría el vicepresidente de la Nación, doctor Víctor Martínez. En las conversaciones previas con Terragno, antes de conocer la terminante decisión del presidente Alfonsín, se había manejado como fecha probable el 17 de agosto u otro día de ese mes.


    Con fecha 13 de junio de 1989, el presidente Alfonsín suscribió un proyecto de acuerdo que propuso al presidente electo, titulado “Acta de coincidencias sobre el afianzamiento de la democracia”, con el declarado propósito de “fijar las condiciones en las cuales se efectuará el traspaso del gobierno a las nuevas autoridades”. Algunos de los argumentos que se consignaban en ese documento eran los siguientes: a) por primera vez desde la institución del sufragio universal en la Argentina, un gobierno libremente electo por el pueblo será sucedido por otro gobierno, electo del mismo modo por el pueblo, que representa a un partido político distinto; b) este primer caso de alternancia democrática ha surgido de la primera elección para renovación de presidente y vicepresidente de la Nación a la que el pueblo fuera llamado en los últimos treinta y siete años; c) la voluntad de la mayoría fue claramente expresada el último 14 de mayo; d) el próximo 30 de junio se habrá completado el escrutinio definitivo, reunido las juntas electorales, escrutado las cédulas firmadas por los electores y remitido las listas de los electos a fin de que la Asamblea Legislativa proceda a proclamar inmediatamente presidente y vicepresidente; e) completado así el procedimiento electoral previsto por la Constitución, sería impropio que por un ritualismo contrario al espíritu constitucional se dilatara durante meses la asunción del mando por parte de las nuevas autoridades; f) esa dilación sería inaceptable en la actual situación del país, el cual debe afrontar una crisis económica y necesita, para eso, medidas de gobierno exentas de la inevitable precariedad que tiene toda decisión tomada por una autoridad saliente.


    Entre los puntos resolutivos contenidos en el proyecto de acta se mencionaban los siguientes:


     


    
      	El presidente y el vicepresidente de la Nación realizarán los actos necesarios para que la Asamblea Legislativa, teniendo en cuenta la existencia de un “nuevo presidente electo” y conforme a las disposiciones del artículo 75, parte final, de la Constitución Nacional, disponga que el presidente electo asuma el 30 de junio.


      	Teniendo en cuenta que el nuevo gobierno deberá adoptar medidas económicas urgentes, las cuales requerirán una rápida sanción de leyes, ambos firmantes propician, y los respectivos y bloques se comprometerán a facilitar, la sanción sin demoras de: a) todo proyecto de ley sobre temas económicos que el virtual presidente electo promueva antes del 30 de junio, y b) todo proyecto de ley sobre temas económicos que el Poder Ejecutivo Nacional remita al Congreso de la Nación después del 30 de junio y hasta que se produzca, el 10 de diciembre, la renovación parcial de ambas cámaras.


      	La actualización de la Constitución Nacional es una necesidad, y ambos firmantes coinciden en la conveniencia de propiciar la convocatoria de una convención nacional constituyente dentro de los próximos dos años.

    


     


    La transcripción textual de algunos puntos propuestos por el presidente Alfonsín es suficiente para confirmar nuestras afirmaciones anteriores en el sentido de que era de su exclusiva voluntad la decisión de traspasar anticipadamente el poder, quedando descartadas las versiones maliciosas y de mala fe en el sentido de que el presidente electo había provocado esa decisión. De paso queda también demostrado que la iniciativa del justicialismo para promover la reforma de la Constitución Nacional, que se produciría cinco años más tarde, no era oportunista ni motivada por el exclusivo fin de permitir la reelección presidencial, como se dijo al iniciarse el proceso de reforma y algunos siguen repitiendo hasta la actualidad.


    Al no aceptar el justicialismo la propuesta formulada por el radicalismo, consignada en el acta antes referida, prosiguieron las tratativas entre los representantes de ambos partidos en el ámbito parlamentario, lográndose finalmente un acuerdo, con fecha 15 de junio de 1989, que consta en tres documentos separados.


    El texto del primero de ellos fue concertado en los siguientes términos: “Se fija como fecha para la asunción del nuevo gobierno el día 8 de julio de 1989. Teniendo en cuenta que los actuales presidente y vicepresidente de la Nación elevarán sus renuncias al Congreso de la Nación el día 30 de junio, se convocará a Asamblea Legislativa para el día 8 de julio. Ambos partidos se comprometen a que ese día la Asamblea cumpla todos los pasos para la asunción del gobierno electo para el nuevo período presidencial. A ese fin verificará el escrutinio y efectuará la proclamación, considerará las renuncias, fijará la iniciación a partir de ese día del nuevo período constitucional y recibirá el juramento a los mandatarios electos”.


    El segundo documento fue acordado con el siguiente texto: “En consideración a que el justicialismo no contará con mayoría en la Cámara de Diputados hasta la renovación parcial de esa Cámara el próximo 10 de diciembre en que recién se reflejará en ella el resultado electoral del 14 de mayo, los presidentes de la Unión Cívica Radical y el Partido Justicialista y las autoridades parlamentarias de ambos partidos comprometen la sanción sin demora de todo proyecto de ley sobre temas económicos y sociales que el Poder Ejecutivo Nacional remita al Congreso de la Nación y cuente con el respaldo de los bloques justicialistas hasta que se produzca el 10 de diciembre la renovación parcial de ambas Cámaras. Igual conducta se seguirá para los proyectos que el presidente electo promueva a través de los bloques parlamentarios de su partido hasta la fecha de asunción del mando. Este compromiso no significa menoscabo alguno a la libre expresión del disenso y el pluralismo”.


    En el tercer documento se estableció: “La comisión constituida por las autoridades de los partidos y los bloques seguirá en funcionamiento a los fines de evaluar y efectivizar los acuerdos alcanzados hasta el 10 de diciembre de 1989, constituyéndose en el ámbito de interpretación”.


    Los referidos instrumentos fueron suscriptos por el presidente de la Nación y de la UCR, doctor Raúl Alfonsín; el doctor Eduardo Bauzá en representación del presidente electo, doctor Carlos Menem; los presidentes de los bloques de ambas Cámaras, Alberto Rodríguez Saá (bloque de senadores del PJ), Antonio Nápoli (bloque de senadores de la UCR), José L. Manzano (bloque de diputados del PJ) y César Jaroslavsky (bloque de diputados de la UCR).


    El precedente acuerdo fue cumplido en el tiempo y la forma establecidos: en la Asamblea Legislativa convocada para el día 8 de julio se verificó el escrutinio de las elecciones realizadas el 14 de mayo, se proclamaron los candidatos electos, se aprobaron las renuncias del presidente de la Nación, doctor Raúl R. Alfonsín, y del vicepresidente, Víctor Martínez, luego de lo cual prestaron el juramento de ley el presidente de la Nación, doctor Carlos S. Menem, y el vicepresidente, Eduardo Duhalde. Observando los precedentes en la materia, el nuevo presidente dirigió un mensaje al pueblo de la Nación, trasladándose luego a la Casa de Gobierno, donde recibió los atributos del mando (banda y bastón) de manos del presidente saliente.


    XI. Inventario de la herencia


    La simple lectura de los antecedentes expuestos sería suficiente para darse cuenta de la difícil situación en que se encontraba nuestro país cuando, el 8 de julio de 1989, Carlos S. Menem asumió la Presidencia de la Nación. La sola circunstancia de haber tenido que asumir el cargo seis meses antes de lo que correspondía, por decisión y voluntad del presidente Raúl Alfonsín y del vicepresidente Víctor Martínez, que renunciaron anticipadamente a sus respectivos cargos, constituye una prueba irrefutable de que la conducción del país se les había tornado inmanejable, lo que ya era de imaginar cuando habían decidido el adelanto de las elecciones.


    Calificando la situación como “la bancarrota del Estado”, Juan Llach, en su libro Otro siglo, otra Argentina, expresa que “hacia 1989 el Estado argentino estaba quebrado desde casi todos los puntos de vista relevantes” y explica detalladamente los rasgos más salientes de esa bancarrota bajo los títulos: la extinción de la moneda soberana; una bomba de tiempo: la deuda cuasifiscal y el cortoplacismo financiero; la ruptura del contrato fiscal y la impotencia tributaria; la cesación de pagos y la desaparición del crédito público, dentro del cual menciona la cesación de pagos de la deuda externa y la deuda interna no reconocida; el riesgo país y la agonía de la inversión y del crédito privado; la economía en “estado de naturaleza” y la aniquilación de la política económica.11


    Corresponde aclarar que no se trae a colación la herencia recibida, como suele hacerse, para cargar culpas al gobierno anterior, sino para que se comprendan debidamente las drásticas medidas y acciones que tuvo que adoptar el presidente Menem, precisamente, para salir de una situación sumamente difícil y evitar de ese modo un nuevo fracaso. Nos limitaremos a mencionar algunos de los puntos reveladores que, a nuestro juicio, evidencian que la crisis económica, social y política de 1989 fue una de las más graves de nuestra historia.


    En los casos que corresponda se consignarán los datos sobre los mismos ítems correspondientes a 1999 al solo efecto de que se pueda apreciar la magnitud de la crisis a la que se había llegado en 1989.


     


    
      	La hiperinflación fue una de las principales causas que motivaron la precipitada salida del gobierno radical en 1989. Si bien la Argentina tenía una larga historia inflacionaria, los niveles alcanzados en 1989 superaron con creces todos los registros anteriores. En el último año de gestión del presidente Alfonsín, la inflación, convertida ya en hiperinflación, alcanzó a 4.923%, mientras que solo en el mes de julio de 1989, cuando se hizo el traspaso del mando presidencial, fue del 209%. Como lo señala el académico Rodolfo Díaz (comunicación a la Academia Nacional de Ciencias Morales y Políticas de 2017), la inflación constituye en realidad un impuesto que tiene las características de ser “antidemocrático”, porque es establecido “de hecho” y no por una ley; regresivo, porque afecta más a los pobres que a los ricos, e imposible de evadir, porque lo cobra el Estado en forma anticipada, al disminuir el valor de la moneda. Dice Jorge Castro: “La Argentina es el único caso en el mundo en que una hiperinflación no es el resultado de una guerra civil o de una invasión extranjera”.12 La inflación a diciembre de 1999 fue del –1,2%, es decir, negativa.


      	La distribución regresiva del ingreso fue otra consecuencia de la inflación, habiéndose comprobado que entre 1980 y 1990 el quinto más pobre de la población pagó un 8,6% de su ingreso en concepto de impuesto inflacionario, mientras que el quinto más rico solo aportó el 3%, lo que se agravó durante la hiperinflación, alcanzando al 13,6% y al 4,8%, respectivamente).13



      	La pobreza y la indigencia se ubicaron en 1989 entre los niveles más altos desde que se empezaron a registrar; medidos a octubre de cada año (GBA), hogares bajo la línea de pobreza, 38,9% en 1989. Calculada sobre la población, 47,3%. Indigencia, 16,5% en 1989. El registro en 1999 fue: hogares bajo la línea de pobreza, 18,9%; población bajo la línea de pobreza, 26,7%; indigencia, 6,7% (INDEC, Chequeado y datos de publicaciones periodísticas).


      	En cuanto al desempleo, según lo explica detalladamente Juan Llach en su obra antes citada, aunque la medición del desempleo abierto en 1990 era de 7,3%, había otro 6,4% de desempleo oculto —se refiere a personas que quieren trabajo pero no lo buscan porque lo consideran inútil—, mientras que había un 9,2% de ocupación disfrazada —es decir, la de empleos de poca productividad—. Concluye afirmando el autor que “el verdadero problema de empleo que tenía la Argentina de entonces alcanzaba al 23% de la población económicamente activa, siendo la peor herencia social recibida por el gobierno justicialista.14 El índice de desempleo a 1998 fue del 12,7%.


      	La caída del PBI (producto bruto interno). En el período 1983-1989, la economía en su conjunto disminuyó en un 3,7%. Es decir que, no obstante el crecimiento demográfico, la producción total de bienes y servicios, en vez de aumentar, registró un achicamiento significativo de ese porcentaje considerando el tamaño de nuestra economía. Por ese motivo decreció también el índice de consumo en un 2,6%. En el período 1989-1999, el PBI creció un 48%, siendo uno de los más elevados de nuestra historia económica.15



      	El PBI per cápita creció un 31%, siendo el tercero más importante de nuestra historia, solo superado por las décadas de 1880-1890 y 1910-1920.16



      	El PBI industrial decreció 8,7% en el período 1983-1989 y creció 36% en 1990-1999.17



      	La inversión bruta total (construcción, maquinaria y equipamiento) cayó 31% en el período 1983-1989 y creció 202,3% en 1990-1998.18



      	La inversión en maquinaria y equipo disminuyó 41% en el período 1980-1988 y aumentó 361,8% en 1990-1998.19



      	Evolución de las exportaciones totales: períodos 1980-1988, 13%, y 1990-1998, 112,9% (según valores en dólares).20



      	Evolución de las exportaciones industriales: períodos 1980-1988, 44,6%, y 1990-1998, 119% (de acuerdo con la suma de los valores exportados de manufacturas de origen agropecuario e industrial).21



      	Reservas en el Banco Central: julio de 1989, 2.000 millones de dólares, y diciembre de 1999, 33.000 millones de dólares.

    


    XII. Conclusiones


    Considero que la información precedente resulta más que suficiente para demostrar la grave situación económica y social existente en nuestro país cuando asumió Carlos S. Menem como presidente de la Nación el 8 de julio de 1989 y cómo mejoraron los índices pertinentes al finalizar su mandato.


    La transición fue difícil no solo por la crisis, sino porque además tuvo que asumir el gobierno seis meses antes de lo que correspondía, ante la renuncia del presidente y del vicepresidente del gobierno anterior, por lo que desde el comienzo de su gestión se vio obligado a tomar drásticas medidas para superar la angustiosa situación social y económica que se estaba viviendo, con los consiguientes disturbios y movilizaciones populares. Le llevó varios meses estabilizar la economía y aquietar el enrarecido clima social, lo que fue reconocido por el pueblo a través del voto popular, al triunfar el justicialismo en las elecciones intermedias de 1991 y 1993, ganando en casi todas las provincias incluida la Capital Federal, donde el peronismo ganó por primera vez en su historia. Asimismo se impuso en 1994 en las elecciones para convencionales constituyentes, obteniendo la mayoría en la Convención Nacional Constituyente que realizó la reforma constitucional más importante, legítima y democrática de la historia argentina. Por último, el presidente Menem fue reelegido en 1995 por un porcentaje mayor de votos que en su elección de 1989.


    En otras partes de esta obra colectiva se abordan otros temas en los que el gobierno justicialista obtuvo también logros importantes, escritos por algunos de sus colaboradores más destacados, los que por cierto contribuyeron a obtener esos relevantes resultados en favor de la República Argentina.


    Seguramente, en el gobierno el presidente Menem se cometieron, como en cualquier otro del mundo, muchos errores que por cierto que no se pueden negar, pero lo que resulta inadmisible son las despiadadas y feroces críticas que los potencian y ocultan los logros positivos o los tergiversan con total mala fe.


    A simple título de ejemplo, de los muchos que es posible dar, se puede citar el tema de la pobreza, cuyo crecimiento atribuyen esos encarnizados críticos a las políticas “neoliberales” del presidente Menem, cuando fue el que más bajo nivel de pobreza e indigencia tuvo desde 1983, según datos antes consignados.


    Algo similar ocurre con el tema de la deuda pública, cuando afirman que se incrementó la que había dejado el gobierno anterior, ocultando de mala fe que en el monto declarado no incluyeron la importante deuda pública interna proveniente de jubilaciones, regalías petrolíferas mal liquidadas, deudas con proveedores del Estado, provincias, contratistas de obras públicas, etcétera, contraídas por gobiernos anteriores, las cuales tuvieron que ser consolidadas y pagadas por el gobierno justicialista y que, sumadas a la deuda declarada, ascendieron a un porcentaje del PBI muy superior a la existente a la finalización del mandato del presidente Menem, que fue de solo el 48,5% del PBI, es decir, muy inferior al límite permitido a los países europeos por el Tratado de Maastricht.


    Constituye también una grosera falsedad la acusación, no basada en ninguna estadística ni dato alguno, de que el gobierno del presidente Menem destruyó la industria nacional o “desindustrializó” el país, cuando según los datos antes consignados, mientras el PBI industrial había caído un 8,7% entre 1983 y 1989, creció un 36% en el período 1990-1999, y se destacaba en ese sentido la producción de automotores, que se incrementó en un 400%, lográndose la radicación de las fábricas General Motors y Toyota y la ampliación de otras del mismo rubro.


    Finalmente debemos señalar que la inédita y difícil situación producida en 1989, por el alejamiento prematuro del gobierno radical y la consiguiente asunción anticipada del gobierno justicialista, puso a prueba la democracia reconquistada en 1983, con el excelente resultado de asegurar la continuidad institucional, gracias a las convicciones democráticas y a la buena voluntad de los protagonistas de esos sucesos, narrados al comienzo de este trabajo.


    Esa misma convicción democrática es la que guio al presidente Menem durante todo su gobierno, respetando y haciendo respetar los derechos y las garantías constitucionales, en un marco de plena libertad, sin persecuciones de ningún tipo, no buscando los enfrentamientos sino los acuerdos y la reconciliación del pueblo argentino, cumpliendo de ese modo el compromiso asumido en el mensaje pronunciado ante la Asamblea Legislativa después de haber prestado el juramento de ley cuando expresara:


    “Se acabó el país oficial y el país sumergido. Se acabó el país visible y el país real. Yo vengo a unir a esas dos argentinas. Vengo a luchar por el reencuentro de esas dos patrias. Yo no aspiro a ser el presidente de una fracción, de un grupo, de un sector, de una expresión política. No deseo ser el presidente de una nueva frustración.


    ”Yo quiero ser el presidente de una Argentina unida […]. Yo quiero ser el presidente de la Argentina de Rosas y de Sarmiento, de Mitre y de Facundo, de Ángel Vicente Peñaloza y de Juan Bautista Alberdi, de Pellegrini y de Yrigoyen, de Perón y de Balbín. Yo quiero ser el presidente de un reencuentro, en lugar de transformarme en el líder de una nueva división entre hermanos”.
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2 
 EL PUNTO DE PARTIDA



    por RODOLFO DÍAZ


    Lo que se cambió durante los años noventa en la Argentina no fue el Estado “peronista” creado durante los cuarenta, ni tampoco la economía de industrialización sustitutiva de importaciones (ISI); lo que se reformó fue el aparato de Estado construido por los militares desde los sesenta —intocado durante la transición democrática— y su correspondiente organización económica del “capitalismo asistido”, que se caracterizó por un Estado muy activo que utilizaba la inflación como impuesto para extraer ingresos de la sociedad, al tiempo que promovía los contratos públicos y las empresas estatales como instrumentos para redistribuir regresivamente ese ingreso hacia determinados agentes del sector privado.


    El proceso de reforma de los años noventa en la Argentina consistió en una serie de “soluciones específicas” a “problemas específicos”; las reformas constituyeron “opciones” tomadas para solucionarlos, y el punto de partida fue el conjunto de problemas que hubo que solucionar al final de los ochenta.


    Ese punto de partida no fue una agregación caótica de problemas; al contrario, fue una agregación no caótica de problemas, estructurada en función de la organización económica que la democracia argentina heredó de la dictadura militar. Esa organización económica constituía un tipo específico de capitalismo que en este estudio será denominado “capitalismo asistido”,1 que al final de los años ochenta en la Argentina usualmente era calificado como “capitalismo prebendario”.2 En lo que sigue se presenta una breve revisión de esa “variedad” de capitalismo3 y su colapso.


    1. El Estado y el modelo “burocrático-autoritario”


    Douglass North ha escrito que el desempeño de una sociedad en general, y de su economía en particular, se encuentra determinado por ciertas características de tipo estructural, entre las cuales se destacan tanto la organización política como la económica. Es por ello que los “modelos de Estado deben ser una parte explícita del análisis de los cambios seculares”.4 Los modelos de Estado en la Argentina serán analizados en relación con el proceso de reforma.


    En cuanto a las reformas en la Argentina, el análisis convencional plantea que, durante los años noventa, el Estado que se transformó fue el viejo Estado “populista” que los peronistas habían construido durante los cuarenta y los cincuenta. Eso es equivocado. Mucho antes de 1989, cuando se iniciaba el proceso de reformas, el Estado “peronista” ya había desaparecido. El modelo de Estado en vigencia en el país para ese momento era el construido por los regímenes militares desde 1966. Las dictaduras militares habían gobernado por un tiempo bastante largo: diecisiete años, de 1966 a 1983, con una relativa interrupción5 de treinta y cinco meses durante los setenta. Los gobiernos militares cambiaron el modelo de “Estado nacional-popular”6 y su modalidad de organización económica de industrialización sustitutiva de importaciones (ISI) por un nuevo modelo, el del “Estado burocrático-autoritario”7 con su propia organización económica: el capitalismo asistido.


    El primer gobierno democrático elegido después de la dictadura tuvo un buen desempeño en lo concerniente a los aspectos políticos de la transición democrática, el régimen de libertades y el imperio de la ley; el juicio y la condena a las juntas militares que gobernaron el país de 1976 a 1983 representan el ejemplo primordial y de ello los argentinos nos sentimos orgullosos. Pero las estructuras básicas de la economía se mantuvieron sin modificación; buena parte de las instituciones económicas del Estado burocrático-autoritario sobrevivieron a la democratización hasta la crisis de 1989. De manera que lo que cambió en la Argentina como producto de las reformas de los noventa fueron las estructuras institucionales que sobrevivieron del Estado burocrático-autoritario y su correspondiente organización económica, el capitalismo asistido.


    Para analizar mejor este punto de partida se hace una comparación de algunos rasgos del modelo nacional-popular con los del modelo burocrático-autoritario. Para la comparación se recurre a cinco características jurídicas basadas en instrumentos clásicos del derecho constitucional y administrativo: i) la naturaleza jurídica de las unidades económicas estatales; ii) el principio de racionalidad subyacente; iii) el estatus legal de los administradores de las referidas unidades económicas; iv) las previsiones legales que gobiernan la recaudación y el gasto del dinero en tales unidades económicas, y v) el tipo de instrumentos legales que vinculaban el Estado a la economía y que definen la naturaleza jurídica y económica de esa relación.


    El cuadro 1 resume la comparación mencionada.
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    Estos dos modelos de Estado difieren mucho uno del otro. Cada rasgo diferencial es importante en sí mismo, pero tomados en conjunto definen dos estructuras institucionales totalmente distintas.


     


    
      	En el viejo modelo de Estado nacional-popular (ENP), las unidades económicas del Estado eran en su mayoría agencias públicas que pertenecían a la estructura organizacional de la administración pública; su principio de racionalidad era el interés público. En el modelo burocrático-autoritario (EBA), buena parte de las unidades económicas eran empresas de propiedad estatal (EPE), que formaban parte del sector público, pero no de la estructura organizacional de la administración pública; su principio de racionalidad era la eficiencia.


      	En el modelo del ENP, las personas a cargo de las agencias eran funcionarios públicos, con salarios acordes con ese estatus y sujetos al orden jerárquico de la administración pública. En el modelo EBA, las personas a cargo de las empresas públicas eran gerentes, con salarios “de mercado” y sin sujeción a la jerarquía de la administración pública.


      	En el modelo ENP, el dinero de las agencias provenía del presupuesto del Estado, sujeto a ciertos privilegios en su recaudación (v. g., una obligatoriedad especial, tal como determinados procedimientos judiciales especiales, privilegios de créditos públicos, el principio de solve et repete, etcétera) y ciertas restricciones en el gasto (v. g., controles especiales, como es el caso de la previsión presupuestaria, licitación pública, control previo y otros controles legales). En el modelo EBA, el dinero de las empresas estatales tenía un estatus especial dentro del presupuesto público; se cobraba como dinero público (bajo condiciones especiales de recaudación), pero se lo gastaba como dinero privado (sin ningún control especial).


      	El principal vínculo del ENP con la economía era dado por las regulaciones, básicamente, leyes y decretos. En tanto normas, las regulaciones son de orden general y obligatorias; conforme a la pirámide de Merkl, leyes y decretos son de un rango inmediatamente inferior al de la Constitución; gozan de imperium, tienen que ser obedecidos y no pueden ser transados a través de negociaciones o acuerdos entre las partes. Por su naturaleza, estos instrumentos definen la relación entre “la administración” y “el administrado” como de “gobierno” y la relación entre el Estado y la economía como “pública”.

    


     


    En cambio, el principal nexo legal del EBA con la economía lo representaban los contratos; no solo los contratos de obras públicas, sino también los de suministro, de servicios, de consultoría y —muy importantes al final de los años ochenta— de financiamiento. En tanto normas, los contratos son de orden particular (no general), vinculantes (no obligatorios), y en la pirámide de Merkl están por debajo de las leyes y los decretos; no tienen imperium y pueden ser transados a través de negociaciones. La relación entre Estado “contratante” y particular “contratista” era un vínculo contractual entre partes; la naturaleza de este nexo sirvió para definir como “privadas” las relaciones entre el Estado y la economía.


    Este cambio en las relaciones, de reglamentarias a contractuales, se ilustra muy bien a través del régimen de promoción industrial: para que una firma privada fuera considerada dentro del régimen, no bastaba que cumpliera con requisitos predeterminados establecidos legalmente, o con una decisión tomada por la administración. Cada empresa “promovida” debía firmar un contrato con el Estado.8 Los contratos podían ser cumplidos, o no, y siempre podían ser modificados por acuerdo o —como fue el caso durante los ochenta en la Argentina— indexados, ajustados o reformulados mediante negociaciones, alguna normativa legal o decisiones judiciales. Algunos mecanismos de este tipo se aplicaban también a los contratos privados, pero en su mayoría —al igual que toda esta “tecnología jurídica”— fueron desarrollados para su aplicación a los contratos del Estado.9


    En 1989, numerosas instituciones propias de la organización económica del modelo burocrático-autoritario todavía se encontraban en pie: i) en su mayoría —si no su totalidad—, las unidades económicas del Estado eran EPE, vale decir, estaban dentro del sector público pero fuera de la administración pública; ii) eran dirigidas por gerentes ajenos a la línea de la jerarquía de la administración pública y con salarios significativamente mayores que los de los funcionarios públicos; iii) el dinero de estas EPE era recaudado como dinero público bajo ciertas condiciones de privilegio en cuanto a la obligatoriedad en su cumplimiento, pero era gastado como dinero privado, sin requisitos especiales de control; iv) una densa red de contratos10 vinculaba al Estado con la economía, como si fueran partes de una relación “privada”; tales contratos no siempre eran cumplidos, frecuentemente eran transados y siempre eran indexados, ajustados y reformulados.


    En otras economías latinoamericanas se ha dado también el caso del uso de los subsidios y ciertas relaciones especiales entre el Estado y las empresas privadas, como fue el caso de ciertas formas tardías de ISI.11 Pero la función sistémica de la inflación durante un período largo de tiempo, la contractualización de las relaciones estatales mediante mecanismos de ajuste y el alto nivel de transferencias de dinero público al sector privado constituyeron rasgos estructurales de la organización económica que se ha descripto como capitalismo asistido.


    Esta variedad de capitalismo tuvo un desempeño económico muy pobre desde el inicio de los años setenta y terminó colapsando al final de los ochenta. Aquel pobre desempeño y este colapso plantearon una serie de problemas de necesaria solución; ese fue el punto de partida del proceso de reformas en la Argentina de los años noventa.


    2. La economía del “capitalismo asistido”


    Douglass North ha planteado que “caben dos tipos generales de explicación para la existencia del Estado: una teoría contractual y otra predatoria o de la explotación”.12 La teoría contractual considera al Estado un maximizador de la riqueza social; sus funciones son el establecimiento de un marco institucional que haga posible la cooperación, que establezca derechos de propiedad eficientes y que funcione como parte neutral en el cumplimiento de los contratos. La teoría de la explotación considera al Estado la agencia de un grupo o clase; sus funciones son la extracción de ingresos de la sociedad para favorecer los intereses de ese grupo, el establecimiento de derechos de propiedad ineficientes —que favorezcan al grupo dominante— y el papel de tercero que obliga su cumplimiento. El criterio que distingue estas explicaciones es la distribución del “potencial de coerción” característico del Estado. La teoría contractualista asume una distribución igualitaria del potencial de coerción basada en el consenso; en otras palabras, asume la existencia de un Estado democrático. Por su lado, la teoría de la explotación asume una distribución desigual e impuesta del potencial de coerción; asume por lo tanto un Estado autoritario.


    La organización económica que regía en la Argentina en 1989 era esencialmente la erigida por los regímenes militares de 1966 a 1983 —el capitalismo asistido—, y se ajusta bastante bien a la teoría de la explotación planteada por North.


    La economía argentina que funcionó hasta 1989 ha sido descripta como una economía mixta altamente dependiente del sector público.13 La típica economía mixta latinoamericana tiene dos componentes: el sector público, conformado por las empresas públicas estatales, y el sector privado, compuesto por las empresas privadas. Pero la economía mixta argentina tenía tres: el sector público, el sector privado y el denominado sector asistido, constituido por una gama de empresas privadas subsidiadas por el Estado de manera institucionalizada.14 La interacción entre las empresas de propiedad estatal y estas firmas privadas asistidas constituía el nudo del capitalismo asistido vigente en el país para 1989.


    a) El sector público


    En 1983, año en que se recuperó la democracia en la Argentina, había 353 empresas de propiedad estatal, y el Estado tenía participación minoritaria en otras 201.15 Cuando en 1989 se inició el proceso de reformas, había 236 empresas de propiedad estatal (70 nacionales, 4 binacionales y 162 provinciales o locales).16


    Las EPE abarcaban una amplia variedad de actividades económicas: i) explotación de recursos naturales (petróleo, gas, energía); ii) servicios públicos (agua, electricidad, ferrocarriles, aerolíneas); iii) infraestructura (carreteras, puertos); iv) industrias (acero, plásticos, químicos, textiles, alimentos); v) banca (bancos comerciales de propiedad estatal).


    Las firmas de propiedad estatal se encontraban institucionalmente orientadas a comprar insumos, bienes de capital o servicios en mercados protegidos (v. g., regímenes de compre nacional, contratos públicos con ajustes y adicionales), pagando precios superiores al nivel de mercado, así como a vender sus productos (bienes y servicios) a precios por debajo del nivel de equilibrio (v. g., precios subsidiados de los servicios públicos, préstamos a tasa negativa). La lógica de tal orientación era “garantizar la producción, el empleo y la inversión total a niveles mayores que los que se tendría en condiciones de mercado”.17


    Tales políticas tuvieron como consecuencia un déficit del sector público y una transferencia de ingresos al sector privado. Con el tiempo, la participación de las EPE en el gasto público se había incrementado de 11,9% en 1970 a 23,9% en 1989.18


    El cuadro 2 muestra datos quinquenales durante un período de veinte años.
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            11,9

          
        


        
          	
            1975

          

          	
            16,9
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            15,9
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            22,9

          
        


        
          	
            1989

          

          	
            23,9

          
        

      
    


     



    En la década 1980-1989, la tesorería transfirió 22,4 billones de dólares a las 10 principales EPE; esas empresas solo recaudaron lo suficiente para el 63% de sus gastos; en consecuencia, tuvieron un déficit de 37%.19


    b) El sector asistido


    El sector asistido estaba compuesto por empresas privadas institucionalmente subsidiadas por el Estado. Los subsidios no cumplían la función de compensar emergencias o enfrentar desgracias; las empresas del sector asistido tenían el derecho reconocido a ser subsidiadas porque operaban en el marco de ciertos estatutos legales definidos por ley o bajo el amparo de contratos con el Estado. Tales derechos incluían no solo la posibilidad de posponer el pago de impuestos o gozar de exenciones tributarias, sino también el “beneficio de la inflación”. Por ejemplo, la Procuración del Tesoro de la época consideraba que los contratos de promoción industrial garantizaban a los inversionistas privados la posposición del pago de impuestos, que la administración debía respetar los derechos adquiridos del inversor y que estos incluían “el derecho a beneficiarse de la inflación, un derecho expresamente reconocido en la ley”.20


    Los tipos generales de subsidios eran: i) impositivos (promoción industrial, exenciones tributarias); ii) de precios (servicios públicos provistos por las EPE a precios por debajo del costo), y iii) crediticios (préstamos de bancos estatales a tasas de interés inferiores al nivel inflacionario). Subsidios de tipo especial eran: iv) compras públicas o contratos protegidos (como el compre nacional), y v) amnistías impositivas (sobre impuestos no pagados o deudas a la seguridad social, v. g., “blanqueos”). Todos estos subsidios produjeron transferencias sustanciales de ingresos al sector privado.


    Pero el subsidio más negativo lo constituían los mecanismos legales de indexación de contratos, cuya cobertura ampliaba el sector asistido prácticamente a todas aquellas firmas privadas que realizaran negocios con el sector público. Había un extraordinario y complejo número de mecanismos legales a través de los cuales se causaban sobrepagos del Estado en los contratos de los que era parte, con el argumento de “compensar la inflación y sus efectos” al contratista privado. Durante esa época, el procurador del Tesoro estableció que las obligaciones entre el Estado y el contratista debían mantener su equivalencia: si el equilibrio contractual entre ellos se veía alterado por causa de la inflación, su reinstauración requería el ajuste del monto de la deuda por parte del Estado, de manera de garantizar —decía— el derecho constitucional del contratista a la propiedad.21


    Tales mecanismos constituían métodos legales para cambiar los montos nominales de dinero establecidos en los contratos, de manera de corregir la depreciación de la moneda causada por la inflación. Una vez que la vigencia jurídica de estos mecanismos se generalizó, el carácter vinculante de los contratos empezó a erosionarse, su ejecución automática desapareció, por lo cual comenzó a requerirse el arbitraje continuo de terceros —generalmente, jueces— para que determinaran la prestación debida. El impacto sobre los costos de transacción fue inmenso.


    Los procedimientos técnicos de ajuste utilizaban índices construidos sobre la base de promedios generales y no sobre variaciones específicas de precios. El uso de índices así formados distorsionaba a su vez la corrección perseguida, produciendo efectos distributivos muy significativos; a mayor tasa de inflación, más significativos esos efectos secundarios. En consecuencia, el Estado se vio gravemente perjudicado por esta situación.


    c) Interacción entre dos actores


    Este modelo de capitalismo asistido tenía dos actores principales: i) en el sector público, las empresas de propiedad estatal del tipo ya descripto, organizadas como empresas, dirigidas por gerentes, con disponibilidad de fondos recaudados como públicos pero gastados como privados, y vinculadas a la economía mediante contratos; ii) en el sector privado, las empresas de propiedad privada asistidas por el Estado, con el derecho a ser subsidiadas con fondos públicos debido a previsiones institucionales establecidas por la ley.


    En términos de negocios, la interacción entre las firmas de propiedad estatal y las privadas asistidas se daba esencialmente a través de contratos que eran objeto de diferentes mecanismos de corrección y que producían importantes transferencias de ingreso a las empresas privadas asistidas. Las transferencias vía subsidios o por la corrección de contratos también produjeron un déficit sustancial al sector público. Tal déficit se financiaba por medio de la inflación.


    3. El medio: la inflación


    a) Déficit fiscal


    El déficit fiscal se incrementó significativamente desde el inicio del capitalismo asistido: de representar el 1,8% del PBI en 1970, sobrepasó dos veces el 15% (en 1974 y 1984); en 1989 era superior al 20%. Para evaluar mejor el nivel de déficit hay que recordar que el aceptable para la Unión Europea establecido en Maastricht es de 3%.


    El gráfico 1 muestra las variaciones de una serie de veinte años.22

 

    
      [image: ]
    


    Las transferencias al sector asistido constituyeron el componente individual más importante del déficit fiscal durante el período señalado. Por ejemplo, en 1989, el Ministerio de Obras Públicas transfirió 8,7 billones de dólares a las empresas de propiedad estatal: 1,8 billones por concepto de salarios y 6,9 billones como pagos a contratistas privados. De esos 6,9 billones, 5,0 billones representaban déficit.23 Algunos economistas afirman que las transferencias al sector asistido pueden explicar la mitad del déficit fiscal argentino para finales de los ochenta.24


    b) Financiamiento del déficit


    Hay cuatro opciones típicas para financiar el déficit fiscal: accediendo al mercado externo a través de bonos o créditos provenientes de instituciones internacionales o bancos comerciales; en el mercado interno, mediante bonos o emisiones de base monetaria. Tanto los bonos como los créditos tienen un período de maduración y, al vencer este, deben ser pagados por el Estado. Ambos son costosos: el tipo de interés para países con déficit fiscal es usualmente alto. Más aún, los bonos y los créditos “resaltan en rojo” en las cuentas nacionales, y tanto el FMI como los mercados financieros internacionales les conceden gran atención en sus evaluaciones.


    En cambio, la emisión de base monetaria no tiene tasa de interés ni tiempo de maduración, de manera que no se espera que el Estado pague por la impresión de moneda. Y aunque la base monetaria también se registra en las cuentas nacionales, no “resalta” como los bonos o los créditos. Durante los años ochenta, el Banco Central se convirtió en un actor muy activo en el financiamiento del déficit público de la Argentina por medio de la emisión de base monetaria; dicho en lenguaje común, emitiendo moneda. De 1980 a 1989, el déficit fiscal fue financiado en un 17,4% por medio de créditos y un 82,6% a través de emisión de base monetaria.25


    c) Tasa de inflación


    Desde los setenta y hasta la reforma de los noventa, la Argentina tuvo un nivel de inflación inusualmente elevado: 347,5% en 1976; 688% en 1984, y en 1989 —al momento de iniciarse las reformas—, el récord absurdo de 5.000% (en realidad, 4.923%).


    El cuadro 3 muestra los años pico.
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            1976

          

          	
            347,5

          
        


        
          	
            1984

          

          	
            688,0

          
        


        
          	
            1989

          

          	
            4.923,0

          
        

      
    


    d) Impacto institucional de la inflación


    La inflación tiene siempre efectos institucionales que varían en proporción directa con el nivel que la respectiva tasa alcance. Mientras la tasa inflacionaria se mantiene en un nivel “normal” para estándares internacionales —por ejemplo, entre 10 y 25% al año— en el país en cuestión, todavía las instituciones monetarias funcionan y los instrumentos macroeconómicos desarrollados por la ciencia económica son efectivos para manejar y corregir el fenómeno. Cuando la inflación alcanza niveles de 300 o 600%, las instituciones monetarias del país se hacen muy imperfectas; para mantener vigente la función de la moneda se necesitan mecanismos de medición y ajuste complejos y costosos, como la indexación; mediante esos mecanismos “ortopédicos”, el país todavía puede utilizar su moneda, aunque su uso se encuentra sujeto a costos de transacción muy elevados. Pero cuando la inflación alcanza el 5.000%, el país en cuestión pierde sus instituciones monetarias; dicho en lenguaje llano, desaparece la moneda; bajo ningún concepto es posible utilizar ese papel impreso, pues los costos de transacción (medición, ajuste, control y ejecución) se hacen, en la práctica, infinitos.


    Durante los últimos treinta años, la inflación en la Argentina no ha sido “normal”: más de 300% al final de los setenta, más de 600% a mediados de los ochenta y 5.000% en 1989. Tal nivel de inflación significa que el país iba perdiendo —y al final perdió irremisiblemente— una institución central de la vida económica: la moneda. Sin moneda, no existen precios ni salarios ni contratos; sin contratos, no hay transacciones; sin transacciones, es imposible la cooperación, y sin cooperación colectiva, no hay sociedad. La Argentina se encontraba muy cerca de tal situación a finales de los ochenta; se la describía por ese entonces como bajo el riesgo de la “libanización”.


    Las complejidades de esta experiencia histórica contribuyen significativamente a explicar la respuesta argentina a la crisis de 1989: el fuerte apoyo político al proceso de reformas de los noventa para conseguir, como objetivo central, la eliminación de la inflación.


    e) La inflación como impuesto


    Los economistas explican de la siguiente manera en qué medida la inflación puede funcionar como impuesto: “Una elevada inflación puede ser considerada como un impuesto sobre la disponibilidad monetaria de las personas. Su base de recaudación es el agregado monetario denominado M1, el cual representa la suma de activos monetarios en manos de personas privadas, los cuales no generan intereses ni están sujetos a la indexación, y por ende se encuentran expuestos a la erosión inflacionaria”.26


    En la Argentina, la inflación constituía efectivamente un impuesto, y al final de los ochenta era prácticamente el único impuesto que el Estado recaudaba y también el más antidemocrático, regresivo e imposible de evadir de todos; antidemocrático porque resultaba una imposición de facto, no por ley; regresivo porque impactaba mucho más en los pobres que en los ricos; e imposible de evadir porque era recaudado por el Estado de manera anticipada, al disminuir el valor de la moneda. La inflación era también regresiva en términos regionales: buena parte del financiamiento provincial provenía del mecanismo de coparticipación federal, que consiste en impuestos recaudados por el Gobierno federal en todo el país y distribuidos parcialmente a las provincias; los ingresos del “impuesto inflacionario”, sin embargo, no eran coparticipables.


    Por medio del impuesto inflacionario, el Estado argentino se apropiaba de ingresos de la sociedad y con ellos financiaba transferencias al sector asistido de la economía privada; de tal manera que la inflación pasó a constituir un instrumento para transferir ingresos del conjunto de la sociedad al sector privado asistido y de las provincias al Estado federal. El impuesto inflacionario era también un instrumento para transferir ingresos de los más pobres a los más ricos; es bien conocido que la inflación tiene efectos distributivos, y en la Argentina de finales de los ochenta, tales efectos eran extremadamente regresivos.


    f) El impacto social de la inflación


    Estimaciones del impacto de la inflación sobre la distribución de los ingresos de las personas entre 1980 y 1990 confirman el efecto severamente regresivo del impuesto inflacionario. El promedio de la carga que afectaba al quintil más pobre de la población como porcentaje de sus ingresos era de 8,6%, casi tres veces la carga que afectaba al quintil con ingresos más altos: 3%. En el tercer trimestre de 1989, la proporción era de 13,6% para los sectores más vulnerables, comparada con 4,8% para los grupos con ingresos relativos mayores.27


    Otras estimaciones abundan sobre la importancia de este fenómeno. Sin tomar en consideración la declinación en los salarios reales que acompañó el largo período de inflación en la Argentina, los salarios nominales efectivamente pagados durante ese momento se vieron severamente afectados por el impuesto inflacionario. Con una pirámide de ingresos y una estructura del gasto dadas para cada nivel, el impuesto inflacionario impacta exponencialmente más en los asalariados de ingresos bajos y medios que en los estratos de ingresos altos.


    Un ejercicio realizado en 1989 mostró este efecto con gran nitidez.28 En un contexto de hiperinflación asumía dos agentes con ingresos distintos, uno de 500.000 y otro de 50.000 australes;29 el primero disponía de muchas alternativas para proteger su dinero ante la inflación (transacciones de divisas, inversiones financieras), mientras que el segundo tenía muy pocas —básicamente, gastarlo tan rápido como fuera posible—. Con una inflación de 135,7% al mes (la tasa efectiva al mes de junio de 1989), el impuesto inflacionario representaba un 25% para el ingreso de 50.000 australes, mientras que para el ingreso de 500.000 era solo de 2,1%. La sensibilidad de este análisis se hace más patente en su segundo paso: si la inflación cae a 33% mensual, la carga impositiva sobre el asalariado de bajos ingresos disminuye de 25 a 8,6%. Haber puesto fin a esta expropiación tuvo un efecto social y político muy especial —cuya importancia fue claramente percibida por la población argentina—, que ningún análisis serio puede desestimar.


    4. La finalidad: transferencias al sector privado


    Llegados a este punto, un paso antes de terminar esta introducción se hace pertinente la siguiente pregunta: ¿cuánto dinero fue transferido al sector asistido de la economía argentina mediante los mecanismos del capitalismo asistido hasta que las reformas de los noventa los eliminaron? Hay diversas elaboraciones publicadas que contestan esta pregunta. Acá se hace referencia a una, realizada dentro del gobierno durante el proceso de implementación de la Ley de Convertibilidad.30


    El cuadro 4 presenta los datos de tres variables: i) SOBREPRECIOS, los pagos adicionales realizados por el Estado a contratistas privados por aplicación de los mecanismos de ajuste ya descriptos en 2.b; ii) PROMOCIÓN INDUSTRIAL, los subsidios y exenciones impositivas, también descriptos en 2.b, y iii) IMPUESTO INFLACIONARIO, correspondiente al ingreso recaudado por el Estado al usar la inflación como impuesto, tal como se describe en 3.e.


    Los datos indican, que durante la década, el Estado pagó 58,0 billones de dólares en sobreprecios a contratistas privados y que subsidió impuestos correspondientes a promoción industrial por 10,7 billones de dólares, sumando entre ambos un total de 68,7 billones de dólares. Más aún, en ese período, el Estado recaudó 61,4 billones en concepto de impuesto inflacionario; de manera que entre 1980 y 1999 transfirió al sector privado 7,3 billones de dólares más de lo que recaudó como impuesto inflacionario.


    El cuadro 5 compara los promedios anuales de las transferencias y del impuesto inflacionario durante la década. Entre 1980 y 1989, el Estado extrajo un promedio anual de 6,1 billones de dólares por medio de la inflación y transfirió al sector asistido un promedio de 6,7 billones por año. Sea que se considere el período anterior a la restauración democrática (1980-1983), o el de después de la democratización (1984-1989), o la década entera (1980-1989), las transferencias a las firmas privadas siempre excedieron el monto recaudado a través del impuesto inflacionario.


     


    
      
        

        

        

        

        
      

      
        
          	
            Cuadro 4


            Impuesto inflacionario y sobreprecios


            (millones de dólares)

          
        

      

      
        
          	
            Año

          

          	
            Sobreprecios

          

          	
            Promoción industrial

          

          	
            Total


            transferencias

          

          	
            Impuesto


            inflacionario

          
        


        
          	
            1980

          

          	
            13.392

          

          	
            344

          

          	
            13.736

          

          	
            7.999

          
        


        
          	
            1981

          

          	
            9.579

          

          	
            616

          

          	
            10.195

          

          	
            10.941

          
        


        
          	
            1982

          

          	
            4.905

          

          	
            436

          

          	
            5.341

          

          	
            9.199

          
        


        
          	
            1983

          

          	
            4.607

          

          	
            508

          

          	
            5.115

          

          	
            5.771

          
        


        
          	
            1984

          

          	
            4.393

          

          	
            622

          

          	
            5.015

          

          	
            6.904

          
        


        
          	
            1985

          

          	
            3.403

          

          	
            753

          

          	
            4.156

          

          	
            2.779

          
        


        
          	
            1986

          

          	
            4.120

          

          	
            1.124

          

          	
            5.244

          

          	
            2.835

          
        


        
          	
            1987

          

          	
            4.575

          

          	
            2.189

          

          	
            6.784

          

          	
            4.683

          
        


        
          	
            1988

          

          	
            4.623

          

          	
            2.354

          

          	
            6.977

          

          	
            5.120

          
        


        
          	
            1989

          

          	
            2.533

          

          	
            1.768

          

          	
            4.401

          

          	
            5.173

          
        


        
          	
            Total

          

          	
            58.030

          

          	
            10.714

          

          	
            68.744

          

          	
            61.404

          
        

      
    


     



    
      
        

        

        

        
      

      
        
          	
            Cuadro 5


            Impuesto inflacionario y transferencias al sector privado


            (millones de dólares de 1991)

          
        

      

      
        
          	
            Promedios anuales

          

          	
            1980-1983

          

          	
            1984-1989

          

          	
            1980-1989

          
        


        
          	
            Transferencias

          

          	
            8.599

          

          	
            5.409

          

          	
            6.684

          
        


        
          	
            Impuesto inflacionario

          

          	
            8.478

          

          	
            4.582

          

          	
            6.140

          
        

      
    


     


    Aunque el promedio anual para el período 1984-1989 es menor que el de 1980-1983, en 1986, 1987 y 1988 (1989 cuenta solo un semestre), los montos transferidos al sector privado fueron siempre mayores que el monto transferido en 1983, el último año de la dictadura militar.


    Finalmente, el cuadro 6 incluye el gasto público y el PBI como variables en la comparación del cuadro 5. Antes de la restauración democrática (1980-1983), las transferencias anuales al sector privado representaban el 35% del gasto público y un 9% del PBI. Después de la democratización (1984-1989) alcanzaron el 19% del gasto público y un 6% del PBI. Si se considera la década completa, el Estado transfirió al sector privado “asistido” el 25% del total del gasto público y un 7% del PBI.


     


    
      
        

        

        

        

        
      

      
        
          	
            Cuadro 6


            Transferencias al sector privado y PBI


            (millones de dólares de 1991)

          
        

      

      
        
          	
            Promedio anual

          

          	
            1980-1983

          

          	
            1984-1989

          

          	
            1990-1991

          

          	
            1980-1989

          
        


        
          	
            Sobreprecios

          

          	
            8.121

          

          	
            3.941

          

          	
            2.389

          

          	
            5.603

          
        


        
          	
            Promoción industrial

          

          	
            476

          

          	
            1.468

          

          	

          	
            1.071

          
        


        
          	
            Transferencias

          

          	
            8.597

          

          	
            5.409

          

          	
            2.389

          

          	
            6.684

          
        


        
          	
            Gasto público

          

          	
            24.575

          

          	
            28.307

          

          	
            16.657

          

          	
            26.814

          
        


        
          	
            PBI

          

          	
            92.052

          

          	
            92.033

          

          	
            91.653

          

          	
            92.041

          
        


        
          	
            % Transferencias/gasto

          

          	
            35

          

          	
            19

          

          	
            14

          

          	
            25

          
        


        
          	
            % Transferencias/PBI

          

          	
            9

          

          	
            6

          

          	
            2,6

          

          	
            7

          
        

      
    


     



    Los cuadros 5 y 6 muestran que, tanto antes como después de 1983 —el año de la restauración democrática—, el impuesto inflacionario, los sobreprecios debidos a las relaciones contractuales, los subsidios impositivos correspondientes a promoción industrial y las transferencias de ingresos al sector privado se mantuvieron como características institucionales de la organización económica de la Argentina.


    Esos datos sustentan la tesis de que las instituciones básicas de la economía política construida por los militares —el capitalismo asistido— se mantuvieron intocadas y sobrevivieron la restauración de la democracia hasta que colapsaron en 1989. Lo que fue transformado por las reformas de los noventa en la Argentina fueron las instituciones económicas “sobrevivientes”31 del modelo de Estado “burocrático-autoritario”.


    5. El punto de partida: el colapso del capitalismo asistido


    Para 1989, el Estado argentino ya no era el Estado “populista” construido por los primeros gobiernos peronistas; lejos de ello —y a pesar de los avances realizados por el primer gobierno democrático—, el Estado todavía mantenía instituciones del modelo autoritario edificado por los gobiernos militares. En 1989, la economía política de la Argentina ya no era el típico modelo orientado hacia la ISI; más bien representaba el modelo —descripto anteriormente— que durante los años ochenta se dio en llamar “capitalismo asistido”. La lógica de tal modelo produjo sustanciales transferencias de ingresos de la sociedad en su conjunto hacia cierto sector de la economía privada (el “sector asistido”), las que a su vez eran financiadas por medio de la inflación. Tanto que la inflación terminó siendo un impuesto, el más antidemocrático, regresivo y difícil de evadir de todos.


    Al final de los ochenta, el capitalismo asistido colapsó, llevando la transición democrática argentina a una profunda crisis; la hiperinflación condujo la economía al borde de la disolución; conflictos sin control colocaron a la sociedad en riesgo de explotar, y la falta de gobernabilidad puso al sistema político en un punto límite de tensión.


    Un amplio y profundo proceso de reformas se llevó a cabo durante los noventa para resolver los problemas asociados a tal colapso. Aunque las interpretaciones sobre sus resultados varían —y los acontecimientos posteriores a 1999 han generado otro debate—, hay ciertos hechos generalmente aceptados: de 1989 a 1999, la Argentina preservó su democracia, estabilizó su economía, creció más de un 50% en ocho años y recobró su lugar en la política mundial. Ese proceso de reformas es el objeto de este libro.
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 LA REVOLUCIÓN DE LA CONVIVENCIA DEMOCRÁTICA.
EL MANDATO DE LA UNIÓN NACIONAL



    por CARLOS CORACH


    El 9 de julio de 1989, Carlos Menem debió asumir la Presidencia de la Nación en un contexto de crisis inédita.


    La hiperinflación había originado el virtual colapso del sistema económico argentino, con sus amargas consecuencias de desempleo, quiebra de empresas y despidos; los saqueos enfrentaban a argentinos con argentinos. Había muertos, heridos y desposeídos, por la ola de violencia callejera que sembraba angustia y temores entre todos los sectores sociales.


    La amarga certeza de anarquía comenzaba a envenenar la vida de nuestra sociedad y ponía un manto sombrío en el corazón de cada argentino, al mismo tiempo que los precios se disparaban y desaparecía de las calles cualquier presencia del Estado como garante del orden público.


    Las rebeliones militares carcomían por dentro las Fuerzas Armadas, poniendo en riesgo toda la tarea de sanación de las heridas generadas por la dictadura, que había comenzado el gobierno del doctor Raúl Alfonsín.


    En ese contexto de destrucción de los vínculos sociales de solidaridad más elementales, Carlos Menem decidió acceder a la primera magistratura aun antes de que se cumplieran los plazos constitucionales.


    El Preámbulo de nuestra Constitución impone como mandato eterno “constituir la unión nacional”. Se trata de la primera obligación de cualquier gobierno democrático y, en las circunstancias específicas de julio de 1989, resonaba como una condición indispensable para recuperar la paz social que solamente otorga el pleno imperio de la ley.


    El propio presidente Menem, en aquellos primeros meses de su mandato, nos repitió varias veces que nuestra principal tarea política —desde el puesto donde prestábamos servicio— era precisamente aportar a la unión nacional todo nuestro esfuerzo y todo nuestro empeño.


    Desde el comienzo buscamos construir consensos con las principales fuerzas opositoras para tomar las medidas necesarias —pero dolorosas— que nos imponía el camino de salida de la crisis en la que estábamos.


    Buscamos acuerdos parlamentarios para aprobar las leyes que esas medidas requerían. Durante los dos gobiernos de Carlos Menem siempre privilegiamos la tarea del Congreso porque es nuestro convencimiento que la democracia se sostiene con instituciones fuertes y consolidadas, en las que la política se ejerza con el marco de servicio y dignidad que requiere. Pero en esos días críticos echamos las bases para la construcción de los puentes de concordia que la vida argentina aún hoy sigue requiriendo.


    La práctica de la búsqueda de consenso y el compromiso con el otro por medio del diálogo muchas veces excedió el marco del Parlamento y se transformó en una práctica virtuosa que dio legitimidad política y social a todo el proceso de modernización que comenzamos.


    La política es hablar y ponerse de acuerdo. La política, como la entendemos, es aceptar que no hay enemigos sino adversarios circunstanciales y que la generación de entendimientos sólidos solo es posible si se genera una relación de confianza mutua, basada en la certeza de nuestra obligación compartida —oficialismo u oposición— de generar las soluciones que la mejora de la vida de los argentinos requiere.


    No hay legitimidad posible para cualquier gobierno democrático si no se asume como el responsable del manejo del poder público que le otorgan todos los ciudadanos sin excepción —los que ganaron y los que perdieron las elecciones—, como un mandato ajeno a cualquier manejo sectario.


    Aquellos que caen en la tentación de asumirse como los líderes de una facción que capturó el poder solamente para los propios, enseguida corren el riesgo de instalar una dinámica de enfrentamiento social que termina por destruir totalmente la democracia.


    La Constitución reformada en 1995 fue el gran resultado de esa manera de entender la vida de los argentinos, que pusimos en marcha desde mayo de 1989.


    Esa fue la primera Constitución Nacional aprobada con el consenso de todas las fuerzas políticas en la historia argentina. No fue la imposición de los vencedores circunstanciales en una contienda política —o en determinada coyuntura— sobre la amarga “derrota” de los adversarios circunstanciales consagrada aun por decisión de las urnas.


    Esa lección de unión nacional, muchas veces vilipendiada por aquellos que viven envenenados por luchas facciosas, fue la demostración de todo lo que los argentinos podemos hacer sobre la base de la unión nacional.


    Pero no fue la única obra de esa decisión política de dejar atrás el pasado de lucha y enfrentamiento de los argentinos para dar paso a un nuevo tiempo de entendimiento y de concordia, que no implica declinar convicciones sino solamente reconocernos entre nosotros como partícipes y responsables de un destino común.


    Durante los diez años de los dos gobiernos del presidente Menem, en innumerables ocasiones recurrimos al diálogo y a la búsqueda de consenso para unir a los argentinos en la persecución de objetivos superiores.


    Así pudimos aprobar leyes de todo tipo atendiendo los intereses de las provincias y hasta llegamos a proponer una reforma fiscal que progresivamente nos acercara a un federalismo auténtico y virtuoso, después de décadas de vivir bajo un régimen de unitarismo impositivo altamente nocivo para el desarrollo de la vasta geografía nacional.


    También aplicando ese método logramos acuerdos sociales y sectoriales que permitieron llevar a la práctica las medidas que la modernización del país reclamaba, sin afectar derechos particulares y poniendo el interés nacional por sobre todo.


    Es necesario que los argentinos tengamos memoria de que alguna vez valoramos el acuerdo por sobre el enfrentamiento y que gracias a ese impulso político de unión nacional logramos generar la fuerza necesaria para vivir una década de progreso, más allá de las dificultades y los problemas que enfrenta toda empresa colectiva.


    Logramos transformar el mandato del Preámbulo de la Constitución de “constituir la unión nacional” en una herramienta política cotidiana durante una década, y esa es una victoria de todos los argentinos, que nuestra Nación aún no ha valorado lo suficiente.


    Por eso mismo, cumplir con el mandato de “consolidar la paz interior” nos enfrentaba en 1989 y 1990 al desafío de poner fin a las rebeliones militares que entre 1987 y 1989 habían llegado a cuestionar la esencia de la legitimidad de la democracia argentina. Aunque muchos no pudieron verlo en ese momento, el reto que significaban las rebeliones “carapintadas” ponía a nuestro gobierno y a todo nuestro sistema democrático ante una pinza política y social que amenazaba con ahogarlo.


    Por un lado era absolutamente obvio que el gobierno democrático debía demostrarle a la sociedad que tenía el poder de derrotar a los insubordinados aun en el campo militar, poniendo fin a la falsa idea de que una negociación con los rebeldes era preferible a todo, aun cuando el conflicto se mantuviera y se reciclara. Pero por otro lado era más que evidente que la sociedad argentina aún padecía las heridas generadas por la guerra sucia contra las organizaciones terroristas, en la que las Fuerzas Armadas se empeñaron desde 1975 sin ningún respeto por el marco legal vigente.


    Ese enfrentamiento estaba en las calles, mientras que las rebeliones se repetían una y otra vez con su innegable condición de consecuencia directa de aquellas atrocidades que terminaron de quitarles todo tipo de legitimidad social a las Fuerzas Armadas.


    El ataque terrorista al Regimiento de La Tablada, el 23 de enero de 1989, con su sangriento desenlace fue una muestra clara del extremo peligro al que se estaba enfrentando nuestra democracia.


    Estaba muy claro para el presidente Menem y para todo su equipo que, para cumplir plenamente con el mandato del Preámbulo de la Constitución Nacional, era imprescindible cortar ese círculo vicioso. No para alinearse con alguno de los bandos en pugna, sino para buscar la concordia que pudiera reencauzar la Argentina en el camino del reencuentro, con la solidaridad esencial que le da sentido a su proyecto como Nación.


    Desde el primer día de gobierno del presidente Menem, todos sus colaboradores y él mismo sabían que no había manera de “constituir la unión nacional” sin “afianzar la justicia” para poder “consolidar la paz interior” de un modo duradero.


    La apuesta a los indultos presidenciales para dar vuelta la página definitivamente de la sangrienta década de 1970 estuvo sustentada en esa lógica de conciliación nacional.


    Para nosotros era muy claro que la Argentina de 1989 necesitaba mirar hacia adelante y diseñar su futuro para poder superar la enorme crisis económica y social que la agobiaba. Aferrarse al pasado para repetir viejos enfrentamientos era apostar otra vez al fracaso y a la frustración nacional.


    Los hechos nos demostraron dolorosamente que la mayoría de los argentinos no estaba dispuesta a dar ese paso de perdón y reconciliación.


    Nuestra idea era instrumentar en nuestra patria un proceso parecido de perdón y reconciliación al que años después iba a liderar Nelson Mandela en la República de Sudáfrica, basado en el reconocimiento del otro no como un enemigo eterno sino como un hermano con el que buscamos el reencuentro.


    Sin embargo, la respuesta de organizaciones políticas, de organizaciones sociales, de sindicatos, de organismos defensores de los derechos humanos nos hizo entender pronto que todavía algunos apostaban a la discordia entre hermanos.


    Más allá de las críticas contra el gobierno del doctor Menem por haber tenido el coraje de avanzar en este proceso, una mirada serena de la historia argentina de las décadas posteriores debería reconocer que aquella reconciliación que impulsamos, de haber sido exitosa, nos hubiera ahorrado muchas de las penurias y los desgarramientos que luego se verificaron.


    No faltaban tampoco, en 1989, los nostálgicos de las dictaduras militares que nos exigían otorgar perdones selectivos y aun avanzar sobre algunas instituciones democráticas con la excusa de la crisis, sin aceptar que cerrar las heridas del pasado exigía el coraje cívico de incluir en el perdón a todos los argentinos que hubieran estado involucrados en la violencia de la década de 1970.


    Fuimos hasta el final en la instrumentación de todas las herramientas legales que sostenían nuestra política de conciliación nacional, pero no fue suficiente para lograr ese objetivo.


    A finales de 1990, los militares rebeldes intentaron directamente un levantamiento generalizado contra los poderes constituidos, con el claro objetivo de condicionar y manejar el gobierno democrático, de acuerdo con su propia agenda de reivindicaciones sectoriales que pronto se transformaron en todo un programa de gobierno populista autoritario de base militar.


    La respuesta fue contundente. El propio presidente Menem nos ordenó a sus colaboradores más cercanos que ninguno aceptara ningún canal de negociación con los militares rebeldes, porque la primera obligación del gobierno democrático era reconstruir la legitimidad de todo el sistema institucional, demostrando claramente que el monopolio del uso de la fuerza estaba en manos de quienes había decidido la voluntad popular.


    Fue un levantamiento sangriento que costó vidas de argentinos, pero fue también una formidable victoria política de las instituciones en un momento en que la debilidad económica y la crisis nos acosaban por todos lados.


    A partir de esa desgraciada situación, donde resulta imprescindible reconstruir el principio de autoridad democrática, comenzó en las Fuerzas Armadas un proceso de reconstrucción de sus cuadros y de su organización que, desgraciadamente, no pudimos completar como hubiéramos deseado porque la restricción presupuestaria también golpeó el país en el flanco de la reconstitución del poder militar de la Nación.


    El mandato del Preámbulo de la Constitución Nacional de “proveer a la defensa común” lo cumplimos de acuerdo con las posibilidades históricas que debimos afrontar. No logramos reequipar y modernizar nuestras Fuerzas Armadas como hubiéramos querido, pero siempre valoramos, respetamos y jerarquizamos los esfuerzos de sus cuadros para estar a la altura de su rol como institución fundante de la legitimidad del ejercicio del poder público.


    Pero faltaba un paso decisivo para seguir adelante en el proceso de reconciliación de los argentinos que seguimos intentando: el Estado le debía una explicación seria y honesta a la sociedad acerca de aquello que sus instituciones habían hecho mal en la nefasta época de la dictadura militar.


    Fue un proceso lento y doloroso que culminó cuando, después de la revelación de varios casos muy resonantes de violaciones de los derechos humanos durante el llamado Proceso de Reconstrucción Nacional, los jefes del Ejército, de la Armada y de la Fuerza Aérea hicieron una autocrítica pública e institucional acerca de la actuación de las Fuerzas Armadas en el período de la denominada “guerra sucia”.


    Esa autocrítica fue un paso que juzgamos indispensable en el proceso de reconciliación que volvimos a intentar una y otra vez. Recuerdo que los jefes de las Fuerzas Armadas, con un coraje y un don de mando notables, lograron un consenso disciplinario en sus respectivos cuadros para imponer una visión en la que la unión nacional era el bien más importante a resguardar, por sobre los intereses particulares.


    También en ese proceso de reparación fue un hito la decisión del presidente Menem de aceptar, por una ley nacional, la responsabilidad del Estado argentino en la represión ilegal ocurrida en los años setenta durante la última dictadura militar que padecimos los argentinos.


    Fueron días de polémicas políticas bastante fuertes, pero finalmente primó nuestra responsabilidad de ser garantes de la continuidad jurídica del Estado argentino. Aun cuando el gobierno de la dictadura fuera absolutamente ilegítimo, nuestra responsabilidad como gobernantes era reconocer la responsabilidad institucional en esos hechos sangrientos y hacernos cargo de las consecuencias.


    Recuerdo que esa también fue una decisión tan valiente como meditada. Hasta ese momento, y a pesar de que había antecedentes tan importantes como el Juicio a las Juntas Militares impulsado por el gobierno de Raúl Alfonsín, el Estado argentino nunca había reconocido como tal su responsabilidad en el daño causado a miles de ciudadanos y a sus familias.


    Esa Ley de Reparación Histórica fue muy criticada por algunas organizaciones defensoras de los derechos humanos y por algunos de sus dirigentes, con argumentos que buscaban reciclar hasta el infinito la perversa lógica de eliminar “al enemigo” de antaño, como condición necesaria de la propia identidad de la facción que ellos representaban.


    De todos modos, y con el consenso de los partidos democráticos, seguimos adelante en ese proceso de reencuentro de los argentinos y pudimos reconocer por primera vez el daño inferido, marcando un hito histórico en la ruta hacia la definitiva concordia nacional.


    Siguiendo ese sendero de reordenamiento del Estado nacional y en pleno cumplimiento de las leyes de Seguridad Interior y de Defensa, en 1996 gestamos la categoría de Fuerzas Federales de Seguridad cuando la Prefectura Naval y la Gendarmería Nacional dejaron de depender del Ministerio de Defensa, una rémora del tiempo en que las Fuerzas Armadas tenían el monopolio del uso de la fuerza pública tanto en el ámbito doméstico como en las cuestiones de defensa nacional.


    Tal vez las más duras pruebas que sufrimos los argentinos durante los dos gobiernos del presidente fueron los atentados terroristas contra la embajada de Israel y contra la AMIA, la institución mutual más importante de la colectividad judía de la Argentina, ocurridos en 1992 y 1994.


    Fueron los dos primeros ataques terroristas en América Latina, a partir de un conflicto que se desarrollaba en Medio Oriente. De la manera más bárbara y sangrienta, la Argentina adelantaba la era del horror globalizado que tendría su punto culminante en 2001 con el ataque terrorista a las Torres Gemelas.


    Como ministro del Interior, a partir de enero de 1995 me hice cargo de las consecuencias políticas, sociales y operativas que pusieron al Estado nacional ante el desafío de una modernización absoluta de sus estructuras, su doctrina de acción y su doctrina de conducción de la seguridad interior.


    Soy testigo del dolor que generó en el presidente Menem y en su equipo esa seguidilla de atentados, y de su férrea decisión de seguir adelante en su política de alianzas internacionales, que incluía, por supuesto, la mejor convergencia histórica con el Estado de Israel, que nunca antes había tenido ningún gobierno argentino.


    Nuestras prioridades fueron avanzar en las investigaciones para llevar ante jueces argentinos a los responsables y ejecutores de los atentados y además generar las condiciones operativas para evitar que la Argentina sufriera nuevos atentados.


    Fue un proceso a veces amargo, porque la miopía de algunos impedía reconocer todo lo que avanzamos en la búsqueda de ambos objetivos. Evidentemente, al final del día, nuestro esfuerzo no resultó suficiente para detener, juzgar y condenar a los responsables de ambos atentados, pero la verdad histórica es que usamos todos los recursos disponibles para lograr ese objetivo, tanto los recursos locales como los que pusieron a nuestra disposición los gobiernos amigos.


    En esa tarea nos ayudaron también dirigentes de la oposición que supieron deponer intereses facciosos por el supremo objetivo de “afianzar la justicia” —como también manda el Preámbulo—, persiguiendo a los responsables de esos ataques a toda la Nación argentina, usando todos los medios a nuestro alcance.


    En cambio, el objetivo político de evitar un nuevo atentado lo conseguimos mediante la adecuación de las estructuras de la Policía Federal Argentina, la Gendarmería Nacional y la Prefectura Naval para enfrentar el nuevo desafío del terrorismo internacional.


    Durante los dos gobiernos del presidente Menem, la premisa de la unión nacional fue nuestra guía y nuestro principal mandato. Por eso pusimos especial énfasis en el enorme desafío que significó para el país enfrentar el terrorismo internacional —un fenómeno que recién comenzaba a ganar su dimensión global a partir de los atentados de Buenos Aires— desde la perspectiva de defender la Nación argentina a partir de la fortaleza de la convergencia de las fuerzas democráticas en pos de objetivos comunes.


    No fue una tarea sencilla, pero fue una misión fructífera.


    Aunque aún nuestra experiencia en el gobierno no haya sido valorada de un modo equilibrado y suficiente, cualquier mirada histórica responsable no podrá eludir el ejemplar final que tuvo el ciclo argentino liderado por el presidente Menem.


    En las elecciones de 1999, los ciudadanos argentinos eligieron a la Alianza que encabezaba el doctor Fernando de la Rúa para hacerse cargo del gobierno. Fue un desafío inédito para toda nuestra sociedad porque por primera vez en la historia del país se debía realizar un cambio de mando entre partidos o coaliciones de distinto signo político.


    También era la primera vez que el peronismo —y sus aliados— debía dejar el gobierno como resultado de un proceso democrático y no como consecuencia de un golpe de Estado.


    El reto que teníamos por delante todos los argentinos era enorme: lograr una transición armoniosa y sin conflictos de modo tal de terminar de fortalecer un sistema democrático que habíamos logrado rescatar del infierno de la hiperinflación y la virtual anarquía diez años antes.


    Una vez más recurrimos a la gran herramienta de la unión nacional para conquistar ese objetivo y lo conseguimos. El diálogo y la concordia generaron los mecanismos idóneos para que todo transcurriera en paz y en orden.


    Fue una conquista histórica de la democracia argentina, que nos daba el derecho a ilusionarnos de que empezábamos a vivir en un país normal.


    Hubo transición, hubo cambio de gobierno y comenzó una nueva administración democrática sin sobresaltos y con una sociedad que, más allá de los disensos y las polémicas, pudo sentirse protegida por instituciones que funcionaron de un modo armónico y sin generar tensiones suicidas para la vida en común.


    La experiencia política de la década de 1990 se puede resumir en la idea de que la unión nacional es la condición necesaria para que los argentinos construyamos un futuro mejor que cada uno de los presentes caóticos que hemos padecido cada vez que la lógica de las facciones se impuso por sobre la lógica de la concordia.


    Cada paso de nuestra experiencia en el gobierno bajo el liderazgo del presidente Menem es una prueba de lo que afirmamos.


    Porque apostamos a la sensatez, al sentido común y a la memoria de los argentinos es que queremos dejar estos testimonios de unos años durante los cuales nuestro país pudo pensar y diseñar un futuro mejor y posible.
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 LA REFORMA CONSTITUCIONAL DE 1994.
 LA POLÍTICA DEL CONSENSO INSTITUCIONAL Y DISENSOS POSTERIORES



    por ALBERTO GARCÍA LEMA


    I. Las condiciones para la construcción del consenso constitucional


    La reforma constitucional de 1994, aprobada el 24 de agosto de ese año, fue resultado de un amplio consenso y diálogo político, demostrado por la participación de todos los partidos o fuerzas significativas de esa época en la etapa de los acuerdos preconstituyentes, al tratarse en el Congreso Nacional la ley declarativa de la reforma —sancionada con cumplimiento riguroso de los requisitos impuestos por el artículo 30 de la Constitución Nacional—, o en el amplio debate ocurrido durante el período electoral en los comicios para elegir por el pueblo a los integrantes de la Convención Constituyente, y luego en el seno de la Convención, hasta arribar a la votación unánime de su texto final por todos los convencionales y su juramento posterior. Ello fue solo posible por la política del presidente Carlos Menem, al privilegiar la unidad nacional y la paz entre los argentinos en cuestiones fundamentales, superando diferencias partidarias existentes.


    En efecto, si bien muchos contenidos de la reforma constitucional de 1994 fueron preparados en sucesivas etapas —que recordaré poco más adelante—, fue obra del presidente Menem crear las condiciones necesarias para pacificar el país, acercando posiciones contrapuestas —muchas veces extremas— entre “peronistas” y “antiperonistas”, tanto en las dirigencias como en la ciudadanía, privilegiando el diálogo institucional con diferentes segmentos de la oposición y encauzando la economía nacional luego de superar dos hiperinflaciones desencadenadas en 1989 y 1990.


    En ese diálogo institucional tuvo un lugar privilegiado la relación con Raúl Alfonsín. Aun antes de arribar a la presidencia de la Nación, Carlos Menem —inspirándose en el abrazo estratégico entre Juan D. Perón (en su último gobierno) y Ricardo Balbín en 1973— afirmaba la importancia del que mantenía con el entonces presidente Alfonsín. Así lo señalaba, como aspecto central de su pensamiento, a la vez que valoraba la actuación de la “renovación justicialista” a la que adscribía, en una obra publicada en 1986 que vale citar.1


    Menem compartía con Alfonsín el apego a la democracia —y a su consolidación—, destacando la importancia del voto popular tanto en el proceso institucional del país como en la organización partidaria interna;2 sustentándolo en el sometimiento de Perón al voto en momentos históricos decisivos.3 Cuando ya era presidente, en el período en que se cumplían los primeros diez años de democracia, Carlos Menem decía el 25 de junio de 1993: “En estos jóvenes diez años de democracia, debemos hacer un paréntesis para reflexionar sobre aquellas cuestiones que unen a todos los auténticos demócratas. Cuestiones que son mucho más importantes que aquellas que nos separan. No eran muchos los que hace diez años auguraban que se iba a alcanzar una democracia estable con bases económicas racionales. Durante años hemos crecido en la intolerancia, la desmesura y omnipotencia. Arrastramos por ello defectos de formación contra los que debemos combatir. El Presidente, un argentino más, salido del pueblo, no es una excepción ni mucho menos. La búsqueda de la libertad perdida, la lucha constante, los años de persecuciones y de cárcel, la ausencia de debate democrático, nos han dejado a muchos políticos carencias formativas. En mi caso, soy consciente de ellas y las asumo. Hoy, los argentinos estamos aprendiendo a vivir en democracia. A respetar las ideas ajenas y a tomar conciencia de la importancia de los beneficios que esta recuperación ha significado para todos […] Esta última década ha tenido la virtud de desterrar la violencia como arma política y eliminar las antinomias que terminaron llevando a los argentinos a luchas fratricidas. Debemos dejar en el pasado las antinomias peronismo y antiperonismo, civiles y militares, capital y trabajo. El exilio y la represalia son palabras de viejos tiempos”. En esa misma obra, Raúl Alfonsín abordaba a continuación el tema “Acerca del rol del Estado”.4


    Al realizar, seguidamente, un resumen de las etapas que se recorrieron para arribar al consenso que concluyó exitosamente con la sanción y vigencia de la reforma de 1994, profundizo estas condiciones políticas que lo posibilitaron, destacando el valor acordado al espíritu de “diálogo”, considerado centro del constitucionalismo occidental.5


    II. Etapas en la construcción del consenso constitucional


    1. Antecedentes de los acuerdos políticos en el último gobierno de Perón


    Para explicar los contenidos político-institucionales de la reforma de 1994 cabe atender a lo sucedido en el gobierno postrero del presidente Perón (1973-1974). La tercera etapa de gobiernos justicialistas (1973-1976) estuvo signada por la contraposición de dos proyectos: uno hegemónico, reivindicando la violencia y la continuidad de la acción armada, aun después del retorno a la democracia,6 y el otro, asumido directamente por Perón, al regresar a la Argentina el 20 de julio de 1973, en su discurso del día siguiente, postulando encauzar el país en una “paz constructiva, sin la cual podemos sucumbir como Nación”, y “volver al orden legal y constitucional, como única garantía de libertad y justicia”,7 en una posición que “difería sensiblemente de aquel que esperaban los sectores juveniles y las organizaciones armadas peronistas”,8 como se apreció durante el gobierno de Cámpora.9 El proceso de construir una relación privilegiada entre el justicialismo y el radicalismo se afianzó el 22 de julio, cuando Perón fue a visitar a Balbín en sus oficinas. Como señala Page: “El jefe del justicialismo parecía estar inclinándose a favor del logro de un amplio consenso con el otro partido importante de la Argentina”.10


    Ese entendimiento, luego de la elección de Perón como presidente de la Nación, se afirmó el 14 de diciembre de 1973, cuando se resolvió encarar una reforma constitucional, partiendo de la Constitución de 1853,11 dejando de lado la de 1949. Vicente Solano Lima12 anunciaba que Perón llamaría a los partidos políticos para reconstruir el Acuerdo de San Nicolás, bajo la Constitución que será de todos los argentinos, fijando como metodología que un grupo de juristas de diversos partidos redactara el texto, que luego sería discutido por el Gobierno con los jefes de los partidos,13 similar metodología a la que se aplicaría a fines de 1993. No estaban ausenten en el tema la salud precaria del presidente y los problemas que podría acarrear para el futuro.14 El 20 de diciembre se anunciaba que la Convención reformadora sería elegida por el sistema proporcional y que habría que hacer una Constitución mirando al siglo XXI y al universalismo.15 En el primer semestre de 1974 se aceleraron esos trabajos, y el 1º de mayo, el presidente anunciaba ante el Congreso una “democracia plena de justicia social”,16 basada en pactos sectoriales y políticos como fuente de una república ensanchada gracias a la amplitud de los consensos.17 Sin embargo, esa habría de ser también la jornada del enfrentamiento y la ruptura final con los Montoneros.18


    Entre abril y junio de 1974 desarrollé en varios trabajos,19 algunos publicados en El Cronista Comercial, aspectos relativos a la anunciada futura reforma de la Constitución. De su relectura, décadas después, extraje que Perón abrió el rumbo al asimilar el histórico Acuerdo de San Nicolás a un moderno acuerdo entre los partidos políticos, porque se hallaba principalmente preocupado por la inserción del país en un mundo signado por el universalismo —ahora la llamada “globalización”—, advirtiendo —según expresara en su discurso del 1º de mayo de ese año— que “a pocas décadas del presente nos puede conducir a formas integradas, tanto en el orden económico como en el político”, pero al que debía arribarse mediante la organización libre de las naciones en continentes; estaba allí presente la problemática de la liberación nacional y su discusión en una mesa de negociaciones.20 “Lo prohibido es la guerra social. La construcción… debe hacerse en paz.”


    El fallecimiento de Perón y la presidencia de su esposa y sucesora truncaron el mayor proyecto político institucional de los años setenta, debido —como lo afirman autores— a graves errores internos, pero también por el accionar de centros de poder externos;21 se fue recomponiendo el poder de las Fuerzas Armadas, que desestimaron salidas democráticas de compromiso22 —como las que representó la presidencia interina del presidente del Senado, Ítalo Luder, pergeñada por el ministro Ángel F. Robledo— y prefirieron destituir al gobierno constitucional, para generar el gobierno de facto de 1976, con una política hegemónica impuesta por una represión ilegal llevada a extremos de barbarie —desconocidos en procesos anteriores—, persiguiendo y prohibiendo también el accionar de sectores políticos, sindicales o sociales democráticos ajenos a la violencia.


    2. El debate sobre la propuesta constitucional de Alfonsín


    Con la caída del último gobierno militar de facto y el retorno a la democracia en diciembre de 1983, pudo retomarse el debate constitucional a los dos años de iniciado el mandato del presidente Alfonsín, al poner en marcha en un marco consensual, como él lo señalara en su Memoria política,23 los trabajos del Consejo para la Consolidación de la Democracia, y la respuesta afirmativa a esta iniciativa por el justicialismo renovador, que analicé en otra obra.24 El Consejo para la Consolidación de la Democracia emitió dos dictámenes, el primero en 1986 y el segundo en 198725 bajo la coordinación del destacado filósofo del derecho Carlos Nino,26 centrando sus propuestas en la adopción de un sistema semipresidencial, postulando reformar en pos de esa idea la forma de gobierno de la Constitución de 1853/60.27


    En la búsqueda de un necesario consenso que permitiera avanzar en la reforma constitucional, Alfonsín contó a su favor el proceso de democratización abierto en el seno del peronismo —como él mismo afirma—28 al crearse la línea interna del justicialismo renovador,29 cuyos documentos iniciales y un análisis de ese proceso se incluyen en una obra que recoge las opiniones de Cafiero, Grosso y Menem;30 proceso interno que analizara Carlos Menem desde su propia perspectiva.31


    Entonces se encamina una primera etapa del acuerdo para la reforma, en la que el justicialismo renovador la condicionó en 1987, en dos encuentros (La Falda y Bariloche), a realizar tres grandes compromisos previos: a) un pacto federal a suscribirse entre los gobernadores de provincia; b) un acuerdo político que reflejase las coincidencias de los grandes partidos respecto del modelo de sociedad del futuro; c) el respaldo social de las entidades intermedias y demás fuerzas significativas del quehacer nacional a los objetivos de la reforma.32 Quedó así trazada la metodología que conduciría a concretar la reforma.


    Con el triunfo del justicialismo en las elecciones de finales de 1987 se abrió un proceso de negociaciones con el gobierno de Alfonsín, que fueron aportando ideas para superar las diferencias en cuanto a los contenidos de una reforma constitucional existentes entre la propuesta del radicalismo y las perspectivas del justicialismo renovador. Este último no aceptó aquella propuesta en cuanto diferenciaba los roles de las cámaras legislativas, otorgando preeminencia a la Cámara de Diputados respecto del Senado de la Nación —lo cual incidía sobre el funcionamiento del Poder Ejecutivo y la creación de un jefe de Gabinete o primer ministro responsable solo ante la Cámara de Diputados—, sino que el justicialismo privilegió un acuerdo federal. Como resultado de varios meses de conversaciones se avanzó en los contenidos reformistas de un acuerdo federal, según las opiniones de gobernadores del justicialismo,33 de partidos provinciales y del radicalismo.34


    Los contenidos políticos de los primeros acuerdos fueron expresados en un comunicado de prensa suscripto por Alfonsín y Cafiero el 14 de enero de 1988.35 Es de señalar que a principios de 1988 se abrió una interna partidaria, por las candidaturas a presidente de la Nación, entre Carlos Menem y Antonio Cafiero, pero por una resolución del Consejo del Partido Justicialista —reunido en Mar del Plata— se decidió que las negociaciones con el gobierno del presidente Alfonsín quedaban excluidas de esa interna y a tales efectos se conformó una comisión negociadora integrada por Héctor Masnatta, Eduardo Menem y el autor de este trabajo.


    Los desarrollos de los contenidos iniciales de la reforma culminaron en una reunión política de alto nivel, a la que asistieron Alfonsín; Eduardo Angeloz, como candidato presidencial del radicalismo; Carlos Menem —triunfante en la elección interna y candidato presidencial justicialista—; Antonio Cafiero, gobernador de Buenos Aires, y sus asesores, el 6 de septiembre de 1988, en la que fueron detallados los temas de la reforma, como recuerda Alfonsín.36 En esa fecha quedaron definidos los contenidos básicos de la reforma de 1994. No obstante, poco después se produjeron desencuentros políticos, dada la campaña electoral de 1989, que no pudieron salvarse, y por el agravamiento de dificultades económicas del país, que culminaron en la primera hiperinflación, la que incluso llevó a la entrega anticipada de la presidencia por Alfonsín a Carlos Menem en 1989.


    3. Los documentos preconstituyentes


    Desde los últimos meses de 1988 hasta los primeros de 1992 fue prioridad de las políticas nacionales de la presidencia de Menem lograr una estabilidad económica que permitiera controlar al proceso inflacionario. Rodolfo Díaz analizó la importancia de este proceso y el conjunto de reformas ejecutadas a ese fin en el gobierno de Menem.37


    Sin embargo, como una continuación de la metodología seguida, se aprobó el 24 de mayo de 1990 el Acuerdo de Reafirmación Federal, suscripto por el presidente Menem y todos los gobernadores de provincias,38 cuyos principales contenidos se convirtieron luego en normas de la Constitución reformada en 1994, de similar naturaleza ese acuerdo a los “pactos preexistentes” a los que se refiere el Preámbulo de la Constitución.


    Por otra parte, al estabilizarse la situación económica en 1991 se produjo el triunfo electoral del justicialismo —en los comicios de renovación legislativa y elección de gobernadores— en la mayoría de las provincias. El 23 de marzo de 1992, el presidente Menem reanudó el proceso interrumpido de reforma constitucional con la búsqueda de “un nuevo pacto que conjugue principios del constitucionalismo liberal con principios del constitucionalismo social”, señalando que se dirigía a “lo instrumental” de la Constitución, para ampliar la voluntad popular.39


    A partir de ese momento se reanudó un debate político en los principales partidos, que originó controversias internas en el seno del radicalismo, dudas u oposiciones en importantes sectores económicos, académicos y sociales, que alcanzó hasta el propio gobierno, conforme relevara en detalle en otra obra.40 Durante ese período terminó de gestarse un implícito acuerdo de carácter económico y social, con la idea de que el contenido “duro” de la Constitución de 1853/60 no habría de ser afectado por una reforma de naturaleza “parcial”, que se dirigiría a realizar modificaciones solo en su parte orgánica. No obstante, ya en el primer tratamiento en el Senado de la ley declarativa de la reforma constitucional, entre los meses de julio y agosto de 1993, por iniciativa de los senadores Guillermo Snopek y Augusto Alasino, se elaboró una solución al debate que allí se daba, consistente en agrupar temas vinculados con la parte dogmática de la Constitución en un nuevo capítulo que se agregaría a los primeros 35 artículos, denominado “Otros derechos y garantías”, que luego se llevó al texto en 1994. La certeza de que no se modificarían los primeros 35 artículos de la Constitución de 1853/60 facilitó el acuerdo de sectores económicos y sociales opuestos a la reforma, y la ley declarativa 24.309 lo aseguró.41


    El denominado Pacto de Olivos, firmado en la residencia presidencial el 14 de noviembre de 1993, entre Carlos Menem y Raúl Alfonsín,42 incorporó elementos políticos principales de la agenda concluida en el año 1988.43 No obstante, su parte final explicita una apertura política y metodológica,44 no solo respecto de los futuros acuerdos que irían realizando ambos partidos, sino de las propuestas de otros sectores políticos y sociales. En ese documento ya se distinguió entre “coincidencias definitivas”, con procedimientos para garantizarlas, y otras reformas que estarían sujetas a controversia electoral. Días después, Menem y Alfonsín explicaron, en sendas notas de opinión, sus principales razones para suscribirlo.45 Cabe rescatar el espíritu de diálogo y consenso que primó en ese acuerdo, en que ambas partes realizaron mutuas concesiones no solo de índole coyuntural, sino de carácter estructural, porque se privilegió consolidar un proyecto de país, por sucesivos acuerdos, cada vez más amplios en sus contenidos.


    Los acuerdos preconstituyentes del 1º y 13 de diciembre de 199346 fueron elaborados en reuniones mantenidas en el Salón Gris del Senado, inmediato a la presidencia de esa Cámara a cargo del doctor Eduardo Menem, o en la Procuración del Tesoro de la Nación, y precisaron el alcance del Núcleo de Coincidencias Básicas —garantía, para el radicalismo, de su “carácter cerrado”, expresado por la votación en conjunto de esas reformas—47 y la enunciación de temas de libre tratamiento por la Convención Constituyente, dentro del marco de los fines enunciados,48 que respondieron —por una parte— a introducir derechos humanos de naturaleza individual o social, mientras que la amplia modificación prevista para el entonces artículo 67 de la Constitución de 1853/60 —facultades del Congreso— facilitaba considerar otros aspectos —v. g. la cláusula del nuevo progreso o el regionalismo, entre otros— que hacían a la ideología de la reforma de 1994.49 La amplitud de los temas habilitados extendió el debate y facilitó nuevos acuerdos durante la Convención de 1994.


    4. La tarea de la Convención Constituyente de 1994


    En los comicios del 10 de abril de 1994 triunfaron los partidos del acuerdo, que eligieron 213 convencionales, el 70% del total de 305 miembros, siendo el primer bloque el del Partido Justicialista y luego el del radicalismo. El 30% restante se distribuyó en la representación de fuerzas políticas situadas a derecha (el MODIN, partidos provinciales e independientes) y a la izquierda (el Frente Grande) de aquellos. Aunque existía la posibilidad, dada esa composición, de que el justicialismo o el radicalismo intentaran votar fórmulas propias en los temas habilitados, apoyándose en las fuerzas que estaban a su derecha o a su izquierda, prefirieron en todos los casos privilegiar posiciones comunes a las que fueron arribando.


    Así, en esa cuarta etapa transcurrida durante los noventa días que duró la Convención Constituyente, no solo fueron aprobados los contenidos del Núcleo de Coincidencias Básicas, sino que se trataron y aprobaron proyectos en casi la totalidad de los temas de libre consideración, los cuales serán examinados a continuación en los aspectos principales, con una somera evaluación de la aplicación de esas reformas hasta ahora.


    Es decir, a las reformas originariamente pactadas entre el justicialismo y el radicalismo en la etapa preconstituyente se fueron agregando muchas otras adicionales en las que intervinieron otras fuerzas políticas, ampliando notablemente los acuerdos originales. Arribar a los nuevos consensos, tarea que se extendió durante la Convención —más allá de los naturales debates y controversias que se produjeron en ciertos temas y en la redacción de las normas—, fue principalmente posible por el amplio espíritu de diálogo existente, alentado y conducido por el presidente de la Asamblea, Eduardo Menem, como fue reconocido por convencionales de todas las fuerzas representadas. Ello quedó ratificado al aprobarse y jurarse el texto final de la reforma por unanimidad de los constituyentes.


    III. Contenidos de la reforma constitucional de 1994 y los desafíos posteriores


    En la Convención, como miembro informante del dictamen de mayoría del Núcleo de Coincidencias Básicas, sostuve que el diseño de la reforma de 1994, en consonancia con sus fuentes, pretendió el logro de cinco grandes fines estructurales: i) consolidación y perfeccionamiento del sistema democrático; ii) obtención de un nuevo equilibrio entre los tres poderes clásicos del Estado y de una mejor eficacia en su accionar; iii) mayor reconocimiento de ciertos derechos de las personas y de sus garantías específicas; iv) promoción de la integración latinoamericana; v) fortalecimiento del régimen federal.50 Cada una de las reformas implementadas en 1994, en función de esas cinco ideas fuerza, debían influirse recíprocamente para el mejor logro de tales fines. Haré breves referencias a ellas, a importantes consensos logrados para su aplicación, o a cuando han sufrido ante políticas, costumbres o ideologías hegemónicas que dificultaron su vigencia.


    1. Consolidación y perfeccionamiento del sistema democrático y sus desafíos


    Las reformas que menos dificultades han tenido para implementarse fueron las vinculadas con la consolidación y el perfeccionamiento del sistema democrático,51 aunque la idea de la “democracia” ha sufrido en el siglo XXI varios embates en la teoría y en la práctica.


    a) INCORPORACIÓN DEL VALOR DEMOCRACIA EN EL SISTEMA CONSTITUCIONAL



    La Constitución de 1853/60 fue pensada y ejecutada —primero por hombres de la generación de 1837 y luego por la de 1880— desde un marco elitista, que afirmaba los valores de la forma republicana y representativa de gobierno (artículo 1, Constitución Nacional), que resistió durante más de medio siglo la elección popular.52 No es casual que la palabra “democracia” no figurara en aquella, pues su finalidad principal era tanto de naturaleza económica como de construcción de una nueva sociedad.53 Como señaló Natalio Botana, se ofrecía a los inmigrantes “libertad política para pocos y libertad civil para todos”.54


    Esa visión hegemónica confrontó durante décadas con la línea política de la democracia popular,55 hasta que el pacto entre Roque Sáenz Peña e Hipólito Irigoyen56 sentó un acuerdo, entre sectores conservadores y el radicalismo, que democratizó el sistema constitucional. Dos décadas después era desvirtuado por gobiernos de facto y proscripciones electorales —con base en ideologías antidemocráticas— por el rol protagónico de las Fuerzas Armadas que llevó a represiones políticas y sociales, como al proceso de desconstitucionalización.57 La falta de normas constitucionales que implementaran la democracia facilitó el apoyo jurídico para los golpes de Estado y gobiernos de facto que sucedieron en gran parte del siglo XX a partir de 1930. Además, el último de ellos (1976-1982) produjo una extensa y grave violación de derechos humanos, que unificó a los convencionales constituyentes en una amplia defensa y aseguramiento de sus garantías.
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